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La derogada Ley Orgánica Municipal creada mediante el Decreto número 11575, publicada en el Periódico Oficial El 
Estado de Jalisco el 01 de mayo de 1984 y con vigencia a partir del día 16 mismo mes y año, establecía en su artículo 
90 que el patrimonio municipal se formaba por todos los bienes, muebles e inmuebles, destinados al servicio público 
municipal; los propios del municipio, los destinados a fines públicos y los de uso común; y otros bienes y derechos más.

En el artículo 92 de esa ley se ordenaba que solamente con autorización del Congreso del Estado, y previa desafectación, 
podrán enajenarse los bienes inmuebles destinados a servicios públicos municipales, fines públicos o al uso común. Misma 
autorización se requería para enajenar bienes inmuebles propios del municipio.

A su vez, el artículo 96 del mismo ordenamiento, establecía la obligación para los gobiernos municipales de conservar y 
acrecentar su patrimonio quedándoles prohibida, con algunas salvedades, la enajenación de sus bienes. En otros casos, 
excepcionalmente, para que el Congreso autorizara la permuta o enajenación de los inmuebles propios del municipio, 
era necesario que los ayuntamientos peticionarios acreditaran, a satisfacción plena de la legislatura, que el bien que se 
pretendiera permutar o enajenar no reuniera las condiciones mínimas necesarias para la construcción de una obra o 
para prestar un servicio público; así como que la permuta o enajenación tuviera por objeto la adquisición de diverso bien 
inmueble que beneficiara a la Hacienda Municipal, y otros requisitos.

En la ciudad de Guadalajara, Jalisco existía un tramo de la calle Piña situado entre la Avenida Mariano Otero y la calle 
Primavera, en el Sector Juárez, que en realidad tenía poco tránsito peatonal y vehicular. Los inmuebles colindantes a dicho 
tramo pertenecían a la empresa Cervecería Modelo de Guadalajara, SA de CV.

Es el caso que, mediante escrito de fecha 17 de febrero de 1986, el representante legal de la Compañía cervecera, dirigido 
al entonces Presidente Municipal de Guadalajara, solicitó la venta del tramo mencionado, cuya extensión superficial era de 
aproximadamente de 2,795 metros cuadrados.

En la parte de “Antecedentes” del documento, menciona que la empresa es propietaria de los terrenos que colindan con 
el tramo que se pretende adquirir y que dicha calle es la que los divide. También refiere que resulta necesario para llevar 
a cabo un ambicioso proyecto de ampliación derivado de la tendencia de incremento en el mercado nacional y el de 
exportación de las marcas Corona, Estrella, y otras más; asimismo, menciona las necesidades urgentes de ampliación de 
la planta productiva; las características de la maquinaria que se adquirirá para cumplir los objetivos; los beneficios sociales 
por la creación de nuevos empleos eventuales y fijos; el monto estimado anual de los impuestos que se generan con el 
incremento en la producción y venta; en una mayor captación de divisas; y el mejoramiento de la circulación de vehículos 
en esa zona.

Posteriormente, mediante oficio emitido por el Director de Obras Públicas Municipales dirigido al Secretario General y 
Síndico del ayuntamiento, menciona que es factible la venta del tramo de calle solicitada por la empresa, en virtud al 
resultado positivo de los diversos estudios que llevaron a cabo y que todos los trabajos que implicaran las adaptaciones 
serían a cargo de la Cervecería.

La opinión de la Dirección anteriormente mencionada se basó en los estudios que realizó y en el resultado positivo de las 
consultas que efectuó a: Teléfonos de México, Comisión Federal de Electricidad y el SIAPA.

De igual forma se turnaron oficios a las Comisiones municipales de: Patrimonio y de Planeación Urbana y ambas se 
pronunciaron en sentido favorable para llevar a cabo la venta del tramo en cuestión de la calle Piña.

En sesión de Cabildo de Guadalajara, del día 10 de septiembre de 1986, se aprobó desafectar del servicio público de calle, 
un inmueble de propiedad municipal, con superficie aproximada de 2,795 metros cuadrados; se ordena celebrar contrato 
de compra venta con Cervecería Modelo de Guadalajara, SA de CV, cuyo precio fuera de $61´490,000; con la obligación a 
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cargo del comprador de cubrir por su cuenta el costo total de la obras de infraestructura así como el equipamiento urbano 
necesario. Se autorizó la recepción de donativo por la cantidad de $48´510,000 por la afectación de los servicios públicos.

En la misma sesión se aprobó que, con el dinero que se recibiera por la enajenación en comento, se adquirieran varias 
fincas ubicadas en la calle Colón para destinarlas al servicio público, cuyo precio de la operación no rebasara la cantidad 
de $55´000,000.

La enajenación del bien inmueble no estuvo sujeta a lo señalado en la fracción II del artículo 179 de la Ley de Hacienda 
Municipal, en cuanto a que la venta debería efectuarse mediante subasta pública en virtud a que la propietaria de los 
terrenos colindantes con el tramo de la calle Piña, es la aludida Cervecería.

Una vez autorizada la venta por el Pleno del Cabildo municipal de Guadalajara, se solicitó opinión fundada a la Contaduría 
Mayor de Hacienda de Jalisco para evitar que en el desarrollo de la fiscalización de la cuenta pública correspondiente, se 
determinara alguna observación resarcitoria derivada de la enajenación referida. Al respecto, con fecha 09 octubre del 
mismo año 1986, el órgano fiscalizador emitió su oficio 1643 con opinión favorable.

De igual forma el ayuntamiento de Guadalajara envió oficio al Congreso del Estado mediante el cual solicita su autorización 
para vender el bien inmueble mencionado y, con el producto que se obtuviere adquirir otro de propiedad particular. Dicha 
petición fue turnada a las Comisiones Permanentes de Hacienda Presupuestos, y de Desarrollo Económico y Social. La 
respuesta de estas Comisiones fue favorable.

Cumplidos los procedimientos legales mencionados, con fecha 7 octubre 1986, el Congreso del Estado emitió el Oficio 
7711-4 en el cual se ordena publicar Decreto que autoriza la enajenación del inmueble propiedad municipal y con el 
producto de la misma adquirir una finca de propiedad particular. Al Decreto le correspondió el número 12504 y se publicó 
en el Periódico Oficial El Estado de Jalisco el día 30 de octubre de 1986.

Por otra parte, con el Decreto número 18503 el Congreso del Estado creó la Ley del Gobierno y la Administración 
Pública Municipal del Estado de Jalisco, que entró en vigor el 22 de mayo del año 2001; la cual abrogó a la Ley de 
Hacienda Municipal que fue el soporte jurídico para llevar a cabo la desafectación del servicio público de calle y su posterior 
enajenación a Cervecería Modelo de Guadalajara, SA de CV.

Conclusión:
No obstante las limitaciones y requisitos legales que existen para que los entes de gobierno enajenen bienes de dominio 
público, en ocasiones es necesario llevar a cabo permuta o venta de inmuebles que no son indispensables para proporcionar 
los servicios públicos y de esa forma aprovechar para obtener otros predios o edificios mejor ubicados, logrando con ello 
satisfacer el interés general; facilitar el acceso a la ciudadanía con la descentralización de oficinas; mejorar las condiciones 
de trabajo por espacios reducidos; y otras ventajas más que se obtienen en este tipo de situaciones.

En el caso que nos ocupa, tanto la Cervecería Modelo de Guadalajara, SA de CV como el Ayuntamiento de Guadalajara 
resultaron ganadores; porque la empresa pudo llevar a cabo su proyecto de ampliación de su planta y mejorar sus procesos 
productivos; así también el ayuntamiento se benefició porque recibió $110 millones de pesos; invirtió la mitad de esa 
cantidad en la adquisición de varias fincas colindantes con el edificio municipal que da asiento a la Tesorería para reubicar 
a la Oficialía Mayor de Padrón y Licencias y cumplir con el programa de simplificación administrativa; y el resto del dinero 
recibido lo utilizó para la adquisición de otros inmuebles y para el cumplimiento de los programas de prestación de servicios 
públicos.
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Antecedentes

Sala de conferencias, algún lugar de la República:

-Supongamos “conta” 1 que su cliente hoy inicia un negocio de construcción de casa habitación, 
ya cuenta con socio capitalista que le proporcionó el recurso monetario y los terrenos para 
tal fin y lo único por lo que debe ocuparse es por hacer lo que mejor sabe: construir la casa 
habitación. ¿Cuál sería el tratamiento de los recursos monetarios aportados por el primero de 
ellos y recibidos por el segundo para tal fin?-

-¡Ah!, pues la respuesta es muy sencilla, la ley de Impuesto Sobre la Renta (LISR) menciona 
que se debe acumular el ingreso2 aún cuando provenga de anticipos y por lo tanto existe la 
obligación de hacer pagos provisionales a cuenta del Impuesto anual-

… La charla técnica continuó, el interpelado perdió el color del rostro al conocer la hermenéutica 
de la hipótesis planteada, no lo había visualizado en la manera como se fundamentó y argumentó 
el caso por parte del especialista y expositor del tema. ¡Vamos! en su mente revivió la mecánica 
del cálculo del pago provisional y el esfuerzo que había llevado a cabo el cliente para cumplir – 
no de muy buen agrado- con su carga tributaria; y pensó nuevamente: ¿Cómo le diré al cliente 
que el momento del tributo aún no había sido perfeccionado? ¿Qué pensará la autoridad si se 
le solicita el pago de lo indebido?, pues aún no había vendido ninguna casa habitación, peor 
aún, ni siquiera el avance de obra habría permitido llevar a cabo un hecho jurídico a través del 
contrato de promesa de compra venta con un tercero… Los momentos del tributo se habían 
adelantado innecesariamente… alguien pide la palabra en ese momento y comenta: ¡Y vendrán 
tiempos peores! Ya se venderán las casas y la hipótesis del ingreso volverá a renacer como el 
ave Fénix…

Analicemos por partes la historia (verídica, por cierto; en la bella airosa) en el contexto legal de la misma. Inicia el viaje 
cultural, amarre su cinturón, puede haber turbulencia en el camino.

1 Término coloquial no peyorativo que hace alusión al contador (profesionista)
2 Artículo 17, fracción I inciso c) LISR
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Los actos comerciales y civiles son primero
¡Aunque resulte difícil de creer! En efecto, los actos derivados de hechos jurídicos civiles y mercantiles tienen prelación 
respecto de los fiscales. ¿O acaso no es cierto que teniendo un corazón grande se lleva a cabo la donación como un acto 
civil3  y luego se pasa por los filtros de los supuestos de exención o limitación de la misma de conformidad con la LISR?4

¿Dónde está la problemática entonces?
Considerando el momento de acumulación del ingreso tal como quedó señalado anteriormente5, aunado a una tesis de 
tribunal y a dar primacía a lo fiscal –aunque no de manera correcta-, iniciando por la definición del ingreso de forma doctrinal6  

y llegando a la interpretación del tribunal, -dicho sea de paso convalidando el sentir de Calvo Nicolau- a continuación se 
transcribe la tesis en cuestión para su análisis en el contexto de la hermenéutica del estudio que nos ocupa:

RENTA. QUÉ DEBE ENTENDERSE POR “INGRESO” PARA EFECTOS DEL TÍTULO II DE LA 
LEY DEL IMPUESTO RELATIVO. Si bien la Ley del Impuesto sobre la Renta no define el término 
“ingreso”, ello no implica que carezca de sentido o que ociosamente el legislador haya creado 
un tributo sin objeto, toda vez que a partir del análisis de las disposiciones legales aplicables 
es posible definir dicho concepto como cualquier cantidad que modifique positivamente 
el haber patrimonial de una persona. Ahora bien, para delimitar ese concepto debe 
apuntarse que el ingreso puede recibirse de muchas formas, ya que puede consistir en dinero, 
propiedad o servicios, incluyendo alimentos o habitación, y puede materializarse en efectivo, 
valores, tesoros o productos de capital, además de que puede surgir como compensación por: 
servicios prestados; el desarrollo de actividades comerciales, industriales, agrícolas, pesqueras 
o silvícolas; intereses; rentas, regalías o dividendos; el pago de pensiones o seguros; y por 
obtención de premios o por recibir donaciones, entre otras causas. Sin embargo, la enunciación 
anterior no debe entenderse en el sentido de que todas estas formas de ingreso han de recibir 
el mismo trato o que todas se consideran acumulables, sino que el listado ilustra la pluralidad 
de actividades que pueden generar ingresos. Aunado a lo anterior, es particularmente relevante 
que la legislación aplicable no establece limitantes específicas al concepto “ingreso”, ni acota 
de alguna manera las fuentes de las que éste podría derivar, dada la enunciación amplia de 
los artículos 1o. y 17 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que establecen que las personas 
morales están obligadas al pago del tributo respecto de todos sus ingresos y que acumularán la 
totalidad de los ingresos en efectivo, en bienes, en servicio, en crédito o de cualquier otro tipo 
que obtengan en el ejercicio. Así, se desprende que la mencionada Ley entiende al ingreso en 
un sentido amplio, pues incluye todo lo recibido o realizado que represente una renta para el 
receptor, siendo innecesario que el ingreso se traduzca en una entrada en efectivo, pues incluso 
la propia Ley reconoce la obligación de acumular los ingresos en crédito, de tal suerte que el 
ingreso se reconoce cuando se han actualizado todos los eventos que determinan el derecho a 
recibir la contraprestación y cuando el monto de dicha contraprestación puede conocerse con 
razonable precisión. En ese sentido, se concluye que la regla interpretativa  para efectos del 
concepto “ingreso” regulado en el Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta es de carácter 
amplio e incluyente de todos los conceptos que modifiquen positivamente el patrimonio del 
contribuyente, salvo que el legislador expresamente hubiese efectuado alguna precisión en 
sentido contrario, como acontece, por ejemplo, con el segundo párrafo del citado artículo 17.

Partiendo momentáneamente –repito, no necesariamente correcta- de esta premisa, el razonamiento empleado por el 
juzgador daría pie a que todo ingreso que modifique de manera positiva el haber patrimonial de toda entidad7 ya debería 

3 Arts. 2332 al 2383 Código Civil Federal (CCF)
4 Artículo 93, fracción XXIII incisos a, b y c de la LISR
5  Nota 2, supra
6 Enrique Calvo Nicolau, “Toda modificación en el haber patrimonial de manera positiva, se considera ingreso”. Tratado del impuesto sobre la renta, Ed. Themis.
7 Párrafo 22, NIF A-1 Postulado básico que identifica y delimita al ente: “Entidad económica”. NIF 2019, página 7. 
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ser considerado como perfeccionado para efectos de lo conducente en el artículo 6 del Código Fiscal de la Federación 
–primero- y luego en los relativos 1 y 90 de la LISR en cuanto al sujeto de la obligación y 17 del mismo ordenamiento 
en cuanto al momento de acumulación para luego seguir el camino por el 14 -pagos provisionales- y 9 –al resultado del 
ejercicio para personas morales-, 150 al 152 para el caso de personas físicas dentro del mismo marco legal de la ley 
multicitada y agotando previamente los escenarios provisionales de cada capítulo del título IV de la misma. 

¡Uf, agotador y preocupante! ¿No es así? Espere, apenas se iniciará el estudio, ya que no debe ser tomado tan a la ligera 
y fácil -a favor de la autoridad, claro está-; además debemos previamente considerar la perfección de la hipótesis tal 
como dejó establecido el estudioso del derecho Hans Kelsen en su momento histórico8, para dejar en claro este tema. Ver 
siguiente cuadro: 

Ejemplificando el estudio de Hans Kelsen en cuanto al hecho imponible -los elementos de la hipótesis de incidencia-, 
a continuación se plasmarán dos ejemplos con su respectiva argumentación legal-fiscal con la finalidad de analizar El 
momento perfecto del tributo y que usted amable lector, pueda formular su propio criterio respecto del mismo. Para ello, 
retomaremos el escenario suscitado en la bella airosa9 y adicionaremos otro que se presentó en la ciudad donde el ramen 
–pasta de sopa- es exquisita: Ensenada, Baja California en la actividad pesquera.

1er ejemplo 
Construcción de casa habitación, Pachuca, Hidalgo

Previo al análisis, omitiré intencionalmente las figuras jurídicas empleadas y nombres por cuestión de la secrecía profesional 
que amerita el caso. Además de evitar sugerir alguna asesoría adecuada para el tema por cuestión de la reforma fiscal 
2020, específicamente lo relativo a los artículos 197 al 202 del CFF.

En la bella ciudad donde las ráfagas de aire pueden ser algo inconvenientes o favorables -según sea el caso- dos personas 
físicas llevan cabo actividades comerciales, cada uno desde su esfera jurídica aunque con el mismo fin: llevar a cabo la 
construcción de casa habitación con la finalidad de ofertar su venta llegado el momento.

Una de las personas físicas -capitalista- aporta para tal fin los terrenos y llevará a cabo entregas de capital para que la 
segunda de ellas, pueda hacer lo que mejor realiza: construcción de casa habitación. El fin de esta simbiosis, es que una 
vez terminada la obra, pueda ofertar al mercado vivienda en el área donde radican ambas.

8 6.1.9 Lógica Jurídica, Hans Kelsen, aportaciones teóricas de la teoría pura del derecho. https://cutt.ly/QtU8tBg
9 Así se conoce a la ciudad de Pachuca en el estado de Hidalgo en nuestro hermoso país México.
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En el supuesto planteado durante la conferencia, se comentó que con cada entrega de capital que se hizo para el avance 
de obra, la persona física encargada de la construcción llevó a cabo el reconocimiento del ingreso recibido del socio 
capitalista mediante la expedición del CFDI de anticipo -siguiendo todos los sacramentales del manual 3.3 previstos para 
ello-; para posteriormente llevar a cabo el ejercicio del gasto y procurar la deducción para los efectos fiscales conducentes. 
En el inter, dicha persona física había llevado a cabo pagos provisionales de ISR ante la autoridad.

¿Ya visualizó, estimado lector por donde está el error? Proporcionaré más elementos para que pueda tener un juicio más 
sólido del tema. Para ello, debemos ir a la esencia de la hipótesis que analizamos, bajo la tutela de lo dispuesto por el 
artículo 3º del Código de Comercio (CCOM), que a la letra dice lo siguiente:

Artículo 3o.- Se reputan en derecho comerciantes:

I.- Las personas que teniendo capacidad legal para ejercer el comercio, hacen de él su 
ocupación ordinaria;10

La ocupación ordinaria está visible -en cuanto a su formalización- en lo que se describe como acto de comercio, tal como 
lo señala el numeral 75 del mismo ordenamiento mercantil:

Artículo 75.- La ley reputa actos de comercio:

VI.- Las empresas11 de construcciones, y trabajos públicos y privados;

Habiendo discernido sobre estas premisas iniciales, el hecho de llevar a cabo trabajos de construcción de casa habitación 
no es el momento de perfección de la incidencia de la hipótesis “aspecto material” visible en el cuadro descrito con 
anterioridad12, pues el propósito de llevar a cabo los actos mercantiles que detonan la generación del ingreso se concretizan 
hasta tener la materia del acto mercantil: “la cosa” -casa habitación- y que la misma sea ofertada al cliente para su 
adquisición y perfección del hecho y acto jurídico a través de un contrato de compra venta. Aquí es el momento exacto de 
la obtención de ingreso a que se refiere la LISR y no como erróneamente se consideró desde la inyección de capital por 
parte de uno de los socios tal como se describió en el caso.

2do ejemplo 
Pesca en alta mar, Ensenada, Baja California

Allá donde la sopa de fideos ramen con agua de coco horneado, asaltan por sorpresa al alma…

Coffe break, sorbo de café e intercambio de ideas…
“Aprovechando, ¿puedo hacerle una pregunta?
-Espero que no se enfríe mi café- ¡Por favor, diga!..

Iniciando el año, mi cliente13 recibió de parte de su propio cliente un anticipo de $10’000,000 
para llevar cabo pesca de alta mar: camarón  -tengo que reconocer que entre sorbo de café y 
voltear a ver una galleta, olvidé el tipo de pesca a realizar- y para ello, mi cliente emitió un CFDI 
por el total de la operación, afectando el tema de los pagos provisionales para efectos del ISR… 
-una vez escuchado esto, recordé, no sé por qué, las 5 vueltas que le di a una canción de los 
“creedences” muy popular: ¿Has visto la lluvia caer?-. 

10Énfasis añadido
11El término “empresa” bajo el contexto del emprendimiento y no tanto como persona moral necesariamente. Esta acepción, convalidad a su vez bajo la premisa del artículo 16 de CFF –actividades 
empresariales-. 
12 Véase cuadro de hipótesis de incidencia supra página 3.
13 El cliente de contador, éste último, es el que formulaba la cuestión fiscal.
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Acto seguido vino la interlocución de mi parte.

-¿Qué tipo de contrato celebraron las partes involucradas?-

De momento no lo recuerdo… -La respuesta de mi interlocutor fue tan rápida que ni siquiera me dejó sorber el café-

Continué con mi disertación del tema

Con la reserva del caso respecto del contrato celebrado, pactaron precio, me queda claro, pero… ¿y la cosa?, de acuerdo a 
la máxima voluntad de las partes14 debió quedar prístino entre los contratantes qué tipo de pesca se debía sacar del mar, o 
dicho de otra manera: características, peso, volumen, etc. Para ello, debemos tener presente la perfección de la operación 
a que hacen referencia los artículos 2248 y 2249 del Código Civil Federal (CCF)15:

Artículo 2248.- Habrá compra-venta cuando uno de los contratantes se obliga a transferir la 
propiedad de una cosa o de un derecho, y el otro a su vez se obliga a pagar por ellos un precio 
cierto y en dinero.

Artículo 2249.- Por regla general, la venta es perfecta y obligatoria para las partes cuando 
se han convenido sobre la cosa y su precio, aunque la primera no haya sido entregada ni el 
segundo satisfecho.

-¿Esto se cumplió a cabalidad, estimado?-, el tiempo de respuesta se alargó… lástima, mi café se enfrió... ¡No contador! 
Y para colmo, a mi cliente le solicitaron el reembolso del monto de la operación porque no se cumplió el fin -la pesca del 
camarón- y se quedó el problema del ingreso en pago provisional, ya que se dio cumplimiento según la LISR desde el 
momento de la elaboración del CFDI16. Además debe regresar el monto recibido previamente. ¿Qué solución existe al 
respecto?

Ahora; yo en silencio, reflexiono una de las tantas analectas de Confucio17

Trataré de ser breve y conciso. La NIF D-1  es muy clara en cuanto al momento de reconocimiento del ingreso, para ello, 
el siguiente párrafo nos da la pauta para considerar la perfección de la operación:

40.1 El principio básico de esta NIF es que una entidad debe reconocer los ingresos por 
bienes o servicios sobre los cuales ha transferido el control a los clientes a cambio de la 
contraprestación a la cual la entidad considera tener derecho a cambio de dichos bienes 
o servicios. Una entidad debe reconocer los ingresos de acuerdo con ese principio básico 
mediante la aplicación de los siguientes pasos: (énfasis añadido).

• Paso 1: identifi¬car el contrato (o contratos) con el cliente (ver la sección 41);
• Paso 2: identi¬ficar las obligaciones a cumplir en el contrato (ver la sección 42);
• Paso 3: determinar el precio de la transacción (ver la sección 43);
• Paso 4: asignar el precio de la transacción entre las obligaciones a cumplir del contrato (ver 
la sección 44); y
• Paso 5: reconocer el ingreso cuando (o a medida que) la entidad satisface una obligación 
a cumplir (ver la sección 45).

14 El famoso Pacta sum servanda, latinismo que sentencia que la voluntad máxima es lo que acuerdan las partes
15  En cuanto a su marco conceptual dentro del contexto de la perfección de la operación y no tanto a su figura como acto jurídico.
16  Artículo 17 fracción I, inciso a) LISR
17 El conocimiento sin reflexión es inútil. La reflexión sin conocimiento es peligrosa.
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Ergo, para haber llegado al párrafo de énfasis de la NIF D18, previamente pasamos por la NIF A2 “postulados básicos” 
-registro de la transacción en la contabilidad como un anticipo de clientes sin haber aún perfección de la operación,  
por desconocer el tipo de pesca, volumen, característica, etc.)- y luego, en caso de haber concluido adecuadamente la 
materia del contrato, transitar por lo relativo a la NIF B1 reclasificación y al final del camino, la perfección de las hipótesis 
de incidencia y la obligación de contribuir al gasto público consagrado en la carta magna19. Al haber regresado la flota 
camaronera sin producto, la operación mercantil dejó de existir.

La historia no terminó ahí, el coffe break demoró un poco más, mi interlocutor ofreció como solución a su problema 
de anticipo de ISR erróneo, obtener un crédito bancario y devolver las cantidades recibidas originalmente, en el inter, 
considerar la salida de flujo como una deducción para efectos de la declaración anual… No cabe duda, hay maderas que 
nunca agarran barniz.

Conclusiones
Resulta impreciso y además incorrecto, dar prelación a la norma fiscal respecto de los actos civiles y mercantiles, estos 
últimos deben ser adecuadamente agotados en cuanto a su forma, alcance jurídico y fondo. Una vez perfeccionados, 
pueden detonar las hipótesis fiscales y por ende, ser sujetos de la obligación tributaria. Anticipar tributo no estando obligado 
a ello, conlleva acto seguido mayor carga administrativa al particular para recuperarlo. 
Es imperante razonar el contexto de los supuestos que se nos presenten, cada uno de ellos será distinto en cuanto a su 
aplicación -no todos los dedos de la mano son iguales- y no olvidemos que independiente de ello, la información financiera 
debe ser precisa en cuanto a su momento de aplicación, por lo que recomiendo atender las Normas de Información 
Financiera a la brevedad.

Corolario
Semana santa, dar al César, lo que es del César… en el momento preciso.

18 NIF D1 Ingresos por contratos con clientes. CNIF aprobada en 2015. Inicio de entrada en vigor; 1º de enero de 2018.
19Artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM)
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El pasado 30 de marzo de 2020, el Consejo de Salubridad General (CSG) que es el órgano colegiado que depende del 
presidente de la República y tiene el carácter de autoridad Sanitaria en México, mediante la publicación en el DOF, dada la 
situación que guarda la epidemia de enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19) en el país declara 

”Emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor, a la epidemia de enfermedad generada 
por el virus SARS-CoV2 (COVID-19)”

Posterior a esto la Secretaria de Salud, publica en el DOF el 31 de marzo las acciones extraordinarias para atender la 
emergencia sanitaria (COVID-19); entre los puntos importantes dicha publicación señala:

I. Se ordena la suspensión inmediata, del 30 de marzo al 30 de abril de 2020, de las actividades no esenciales, con 
la finalidad de mitigar la dispersión y transmisión del virus SARS-CoV2 en la comunidad, para disminuir la carga de 
enfermedad, sus complicaciones y la muerte por COVID-19 en la población residente en el territorio nacional;
II. Solamente podrán continuar en funcionamiento las siguientes actividades, consideradas esenciales:
a) Rama Médica, las del sector Farmacéutico, abastecimiento, limpieza y sanitización de las unidades medicas

b) Las involucradas en la seguridad pública y la protección ciudadana; en la defensa de la integridad y la soberanía 
nacionales; la procuración e impartición de justicia; así como la actividad legislativa en los niveles federal y estatal;

c) Las de los sectores fundamentales de la economía: financieros, el de recaudación tributaria, distribución y venta 
de energéticos, gasolineras y gas, generación y distribución de agua potable, industria de alimentos y bebidas no 
alcohólicas, mercados de alimentos, supermercados, tiendas de autoservicio, abarrotes y venta de alimentos 
preparados; servicios de transporte de pasajeros y de carga; producción agrícola, pesquera y pecuaria, agroindustria, 
industria química, productos de limpieza; ferreterías, servicios de mensajería, guardias en labores de seguridad 
privada; guarderías y estancias infantiles, asilos y estancias para personas adultas mayores, refugios y centros de 
atención a mujeres víctimas de violencia, sus hijas e hijos; telecomunicaciones y medios de información; servicios 
privados de emergencia, servicios funerarios y de inhumación, servicios de almacenamiento y cadena de frío de 
insumos esenciales; logística (aeropuertos, puertos y ferrocarriles), así como actividades cuya suspensión pueda tener 
efectos irreversibles para su continuación;

d) Las relacionadas directamente con la operación de los programas sociales del gobierno, y

e) Las necesarias para la conservación, mantenimiento y reparación de la infraestructura crítica que asegura la 
producción y distribución de servicios indispensables; a saber: agua potable, energía eléctrica, gas, petróleo, gasolina, 
turbosina, saneamiento básico, transporte público, infraestructura hospitalaria y médica, entre otros más que pudieran 
listarse en esta categoría;



15BOLETÍN
TÉCNICO

Ahora bien, derivado de esta Emergencia Sanitaria, y de que las empresas, no se encuentran dentro de los giros no 
esenciales, debieron parar operaciones, esto es no producir, no prestar servicios, no obtener un ingreso.

¿Cuál es la consecuencia en el ramo Laboral y de Seguridad Social?
Desafortunadamente, la autoridad emitió una emergencia Sanitaria y no una contingencia Sanitaria y que todos esperábamos 
que sucediera esto último, pero no fue así, entonces la pregunta que surgiría ante esta situación es: 

¿En qué afecta a los patrones la emergencia Sanitaria, derivado que tuvo que parar operaciones? 

Las grandes empresas no se ven afectadas de manera significativa, pero, la mediana empresa o las PYMES sí; incluso al 
emprendedor lo puede inducir a un problema grave, que lo podría llevar tal vez a la desaparición de los mismos negocios 
ya que éstos, en su mayoría NO cuentan con un fondo de contingencia.

En el tema laboral, con esta declaración de Emergencia, no existe disposición precisa que nos señale la implicación laboral. 
La LFT prevé las suspensiones y efectos, en los casos de “Contingencia Sanitaria” como se señala el art. 42 BIS 

En los casos en que las autoridades competentes emitan una declaratoria de contingencia sanitaria, 
conforme a las disposiciones aplicables, que implique la suspensión de las labores, se estará a lo 
dispuesto por el artículo 429, fracción IV de esta Ley

En el caso de las relaciones colectivas, tendremos que atender el art. 427 LFT en su fracción VII

Son causas de suspensión temporal de las relaciones de trabajo en una empresa o establecimiento:
……………………….
VII. La suspensión de labores o trabajos, que declare la autoridad sanitaria competente, en los casos de 
contingencia sanitaria.

Al no declararse la Contingencia Sanitaria y Emitir un Decreto de Emergencia, dicha situación nos lleva a encuadrar esta 
situación en el art.  427 de la LFT en su fracción I

Son causas de suspensión temporal de las relaciones de trabajo en una empresa o establecimiento:

I. La fuerza mayor o el caso fortuito no imputable al patrón, o su incapacidad física o mental o su 
muerte, que produzca como consecuencia necesaria, inmediata y directa, la suspensión de los trabajos;

De haberse declarado “Contingencia Sanitaria”, de acuerdo a la fracción IV del artículo 429 de la Ley Federal del Trabajo 
(LFT), el patrón tendría la obligación de pagar a sus trabajadores una indemnización equivalente a un día de salario mínimo 
general vigente hasta por 30 días.

En contraste, la “Emergencia Sanitaria por causa de fuerza mayor” tiene sustento en la fracción I del artículo 427 de la 
LFT, que señala como causa de suspensión temporal de las relaciones de trabajo en una empresa o establecimiento, 
aquella que sea por motivos de fuerza mayor, en cuyo caso se deberá pagar el salario íntegro, ya que no se encuentra en 
ningún supuesto del artículo 42 de la LFT que está relacionado con el no pago de salario por suspensión de las relaciones 
de trabajo.

Ahora bien, ¿qué acciones sí podrían llevar a cabo los patrones para poder disminuir el Salario a los trabajadores, en pro 
de la continuidad de las relaciones de trabajo? 



16BOLETÍN
TÉCNICO

Realizar convenios con los trabajadores en este periodo de emergencia y donde la actividad del negocio no es de las 
actividades esenciales sería:

a) Utilizar las vacaciones, pendientes de disfrute.
b) Reducción de las condiciones de trabajo (prestaciones diferentes)
c) Realizar Jornadas reducidas
d) Aplicar semanas Reducidas.
e) Ausentismos sin goce de Sueldo
f) Home Office

Es importante establecer que para poder aplicar las opciones anteriores debe existir convenio con el trabajador, en 
relaciones individuales considerando el art. 57 de la LFT y en las relaciones colectivas de conformidad con el art. 426 de la 
LFT, que en ambos temas el trabajador esté de acuerdo y firme dichos convenios y estos se encuentren ratificados con los 
tribunales en materia laboral, si no es posible en estos momentos porque están cerrados, cuando pase esta emergencia 
llevar a registrarlos.

Ya analizamos la cuestión laboral, ahora, veremos las repercusiones en la ley de IMSS y del INFONAVIT.

Para este punto van de la mano con la cuestión Laboral. Como podemos ver esta emergencia sólo nos lleva a que es una 
suspensión de las relaciones de trabajo, pero sin perjuicio al trabajador, esto es que el patrón debe pagar el salario íntegro 
y por tal motivo pagar las cuotas de seguridad social.

Lo único que puede aplicar desde la legalidad, es aplicar los ausentismos que señala el art. 31 de la LSS

31.- Cuando por ausencias del trabajador a sus labores no se paguen salarios, pero subsista la relación 
laboral, la cotización mensual se ajustará a las reglas siguientes:

·I. Si las ausencias del trabajador son por periodos menores de ocho días consecutivos o interrumpidos, 
se cotizará y pagará por dichos periodos únicamente en el seguro de enfermedades y maternidad. En 
estos casos los patrones deberán presentar la aclaración correspondiente, indicando que se trata de 
cuotas omitidas por ausentismo y comprobarán la falta de pago de salarios respectivos, mediante la 
exhibición de las listas de raya o de las nóminas correspondientes

Si los patrones llegasen a celebrar los convenios, podría aplicar lo señalado en el art. 34 de la LSS, presentando las 
modificaciones de salarios (MS) correspondiente al acuerdo celebrado y cuidando todos los detalles de este: que tanto la 
nómina como el salario manifestado ante el IMSS sean iguales, obvio cuidando las disposiciones de la integración.

Recordemos que en el caso del INFONAVIT va de la mano de lo que se realice en Seguridad Social. Si no hay convenio 
se pagan cuotas íntegras; si se convenia el sueldo, el pago de las cuotas se verá disminuido siempre que se hubiesen 
presentado las modificaciones de salario correspondientes.

Respecto de los créditos de INFONAVIT, debe acordarse con el trabajador que él es el responsable de su crédito y cómo 
se llevará a cabo en entero de este, ya que al disminuirse el sueldo o en su caso donde no hay pago de sueldo, existe la 
obligatoriedad de pago ante el INSTITUTO o en su defecto, especificarle si el patrón hará un préstamo para los pagos y 
establecer cómo serán cubiertos con posterioridad estos préstamos al pasar la emergencia sanitaria.

CONCLUSIONES:
Derivado que el Consejo de Salubridad emitió una declaración de “Emergencia Sanitaria” y no de Contingencia, el patrón 
se encuentra obligado al pago de Salario de manera íntegra a los trabajadores, no importando si la actividad les permite 
que sus actividades las desempeñe el trabajador vía “Home Office”, 
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Si el Home Office que se llegase a realizar es importante, se establezca la forma de su desempeño, ya que recordemos 
que el trabajador está laborando y esta propenso a que existan riesgos de Trabajo.

No está permitido de conformidad con la LFT el disminuir el sueldo a los trabajadores, excepto que el patrón elabore 
convenio con éstos; si esto sucede, es necesario que dichos convenios estén firmados y si no se registran en los tribunales, 
estos se registren cuando sea posible para evitar futuros litigios por parte de los trabajadores, en caso de que manifestaran 
inconformidad con los mismos.  Y a su vez que dichos convenios tengan un periodo determinado y lo más apropiado es 
que estén elaborados o revisados por un abogado Laboral.

Por otra parte si este convenio se celebra, se puede disminuir el SBC a los trabajadores y pagar cuotas de IMSS menores 
a aquellas donde no existe convenio.

En el caso de trabajadores que cuenten con crédito INFONAVIT debe revisarse cómo se llevará a cabo el tratamiento para 
el pago de éstos.
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Resumen.
Del contenido en el Título Sexto del Código Fiscal de la Federación vigente (CFF), se desprende una serie de hipótesis que 
finalmente se constituyen en diversas obligaciones fiscales en materia de revelación de algunos esquemas reportables, 
que al no acatarse generan la causación de diversas infracciones y sanciones, provocándole al asesor fiscal la necesidad 
de analizar y replantear su práctica profesional hacia sus clientes. La intención del presente artículo es identificar los puntos 
fiscales más relevantes de la adición del Título sexto al CFF a partir del 01 de enero de 2020, en relación con los asesores 
fiscales, con la finalidad de generar certidumbre a través de observar los puntos más relevantes de esta disposición.

Desarrollo.
Se adiciona al Código Fiscal de la Federación (CFF) el Titulo Sexto denominado “de la revelación de esquemas reportables”, 
con un capítulo único, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de diciembre de 2019, donde se señala a través 
de su artículo único transitorio, que la vigencia es a partir del 1º de enero de 2020.  Sin embargo, los plazos para revelar los 
esquemas reportables contenidos en los arts. 197 a 202, empezarán a computarse a partir del 1 de enero de 2021, según 
lo dispuesto por el art. octavo transitorio en su fracción II del decreto publicado el 9 de diciembre de 2019. 

El art. octavo transitorio en su fracción II del decreto publicado el 9 de diciembre de 2019, señala que los esquemas 
reportables que deberán de ser revelados a partir del 01 de enero de 2021, son los que a partir del año 2020, hayan sido:

1.	 Diseñados,
2.	 Comercializados,
3.	 Organizados,
4.	 Implementados, o
5.	 Administrados.

Este mismo art. octavo transitorio, considera que también deberán de ser revelados los esquemas reportables a partir del 
01 de enero de 2021, que con anterioridad al año 2020 (2019 para atrás), hayan sido: 

1.	 Diseñados, 
2.	 Comercializados, 
3.	 Organizados, 
4.	 Implementados, o 
5.	 Administrados. 
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Y que además, alguno de sus efectos fiscales se refleje en los ejercicios fiscales comprendidos a partir de 2020. En 
este supuesto los contribuyentes (clientes de los asesores fiscales) serán los únicos obligados a revelarlos, es decir los 
asesores fiscales se deslindan de dicha obligación.

Son infracciones y sanciones para los asesores fiscales según los articulos 82-A y 82-B del CFF: 

I. No revelar un esquema reportable, revelarlo de forma incompleta o con errores, o hacerlo de forma extemporánea, 
salvo que se haga de forma espontánea. Se considera que la información se presenta de forma incompleta o con 
errores, cuando la falta de esa información o los datos incorrectos afecten sustancialmente el análisis del esquema 
reportable, de $50,000.00 M.N. a $20,000,000.00 M.N. 
II. No revelar un esquema reportable generalizado, que no haya sido implementado, de $15,000.00 M.N. a $20,000.00 
M.N. 
III. No proporcionar el número de identificación del esquema reportable a los contribuyentes de conformidad con el 
artículo 202 de este Código, de $20,000.00 M.N. a $25,000.00 M.N. 
IV. No atender el requerimiento de información adicional que efectúe la autoridad fiscal o manifestar falsamente que no 
cuenta con la información requerida respecto al esquema reportable en los términos del artículo 201 de este Código, 
de $100,000.00 M.N. a $300,000.00 M.N. 
V. No expedir alguna de las constancias a que se refiere al séptimo párrafo del artículo 197 de este Código, de 
$25,000.00 M.N. a $30,000.00 M.N. 
VI. No informar al Servicio de Administración Tributaria cualquier cambio que suceda con posterioridad a la revelación 
del esquema reportable de conformidad con lo establecido en el penúltimo párrafo del artículo 202 de este Código. 
Asimismo, presentar de forma extemporánea, salvo que se haga de forma espontánea, la información señalada en las 
fracciones VI, VII y VIII del artículo 200 de este Código, de $100,000.00 M.N. a $500,000.00 M.N. 
VII. No presentar la declaración informativa que contenga una lista con los nombres, denominaciones o razones 
sociales de los contribuyentes, así como su clave en el registro federal de contribuyentes, a los cuales brindó asesoría 
fiscal respecto a los esquemas reportables, a que hace referencia el artículo 197 de este Código, de $50,000.00 M.N. 
a $70,000.00 M.N. 

Señala el art. 197 segundo párrafo del CFF que para efectos exclusivamente del Título Sexto, son considerados como 
asesores fiscales las personas físicas o morales que, en el curso ordinario de sus actividades realicen actividades de 
asesoría fiscal, y que además sean responsables o estén involucrados en el: 

1.	 Diseño, o 
2.	 Comercialización, o 
3.	 Organización, o
4.	 Implementación, o 
5.	 Administración de la totalidad de un esquema reportable, o 
6.	 Poner a disposición la totalidad de un esquema reportable para su implementación por parte de un tercero.

El art. 197 tercer párrafo del CFF contiene que no son considerados asesores fiscales los residentes en el extranjero sin 
establecimiento permanente en México. Y por el contrario, sí serán considerados como asesores fiscales aquellos que 
actúen a través de un residente en el extranjero con establecimiento o a través de una parte relacionada o bajo la misma 
marca o nombre comercial que el asesor fiscal residente en el extranjero. 

Sí podrían evitarse las infracciones y sanciones para los asesores fiscales, contenidas en los Artículos 82-A y 82-B del CFF, 
observando lo contenido en los siguientes fundamentos legales:

1) Art. 198 fracción VI del CFF: cuando exista un acuerdo entre el asesor fiscal y el contribuyente para que sea este 
último el obligado a revelar el esquema reportable. 
2) Art. 197 séptimo párrafo del CFF, el cual reza: “en caso que un esquema genere beneficios fiscales en México pero 
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no sea reportable de conformidad con el artículo 199 de este Código o exista un impedimento legal para su revelación 
por parte del asesor fiscal, éste deberá expedir una constancia al contribuyente, en los términos de las disposiciones 
generales que para tal efecto expida el SAT, en la que justifique y motive las razones por las cuales lo considere no 
reportable o exista un impedimento para revelar, misma que se deberá entregar dentro de los cinco días siguientes al 
día en que se ponga a disposición del contribuyente el esquema reportable o se realice el primer hecho o acto jurídico 
que forme parte del esquema, lo que suceda primero”.
3)	 Art. 197 octavo párrafo del CFF, el cual reza: “los asesores fiscales deberán presentar una declaración informativa, 
en los términos de las disposiciones generales que para tal efecto expida el SAT, en el mes de febrero de cada año, 
que contenga una lista con los nombres, denominaciones o razones sociales de los contribuyentes, así como su clave 
en el registro federal de contribuyentes, a los cuales brindó asesoría fiscal respecto a los esquemas reportables”. 

Tipos de esquemas que considera el Título VI del CFF: 

1.	 Esquema (general), cualquier plan, proyecto, propuesta, asesoría, instrucción o recomendación externada de forma 
expresa o tácita con el objeto de materializar una serie de actos jurídicos. No se considera un esquema, la realización 
de un trámite ante la autoridad o la defensa del contribuyente en controversias fiscales, conforme al art. 199 segundo 
párrafo del CFF. 

2.	 Esquemas reportables generalizados, aquéllos que buscan comercializarse de manera masiva a todo tipo de 
contribuyentes o a un grupo específico de ellos, y aunque requieran mínima o nula adaptación para adecuarse a las 
circunstancias específicas del contribuyente, la forma de obtener el beneficio fiscal sea la misma, conforme al art. 199 
tercer párrafo del CFF.

3.	 Esquemas reportables personalizados, aquéllos que se diseñan, comercializan, organizan, implementan o administran 
para adaptarse a las circunstancias particulares de un contribuyente específico, conforme al art. 199 tércer párrafo del 
CFF. 

Un esquema reportable conforme al art. 199 primer párrafo del Título VI del CFF, es cualquiera que genere o pueda 
generar, directa o indirectamente, la obtención de un beneficio fiscal en México y que además se actualice en alguna de las 
hipótesis contenidas en las catorce fracciones del art. 199 del CFF. Por otro lado se considera beneficio fiscal para efectos 
del art. 199 penúltimo párrafo del Título VI del CFF, el valor monetario derivado de cualquiera de los supuestos señalados 
en el quinto párrafo del artículo 5o-A de este Código, el cual señala de forma expresa que se consideran beneficios fiscales 
cualquier reducción, eliminación o diferimiento temporal de una contribución. Esto incluye los alcanzados a través de:

a. Deducciones,
b. Exenciones,
c. No sujeciones,
d. No reconocimiento de una ganancia o ingreso acumulable,
e. Ajustes o ausencia de ajustes de la base imponible de la contribución,
f. El acreditamiento de contribuciones,
g. La recaracterización de un pago o actividad,
h. Un cambio de régimen fiscal,
i. Entre otros.

Los esquemas reportables que deberán informarse, en cumplimiento al art. 199 del CFF vigente son: 

1.	 Evite que autoridades extranjeras intercambien información fiscal o financiera con México. Puede ser cuando se utilice 
una cuenta, producto financiero o inversión que no sea cuenta para efectos de intercambio de información. 

2.	 Cuando se evite reconocer un Régimen Fiscal Preferente. 
3.	 Hacer operaciones para transmitir pérdidas a otros entes jurídicos distintos del que las generaron. 
4.	 Hacer operaciones interconectadas que retornen dinero a socios, accionistas o partes relacionadas. 
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5.	 Realice operaciones con Residentes en el extranjero donde exista convenio para evitar la doble imposición de ISR, 
cuando los ingresos no estén gravados en ese país o tengan una tasa reducida menor al 30%. 

6.	 Operaciones con partes relacionadas: 
•	 Enajenación de intangibles 
•	 Reestructuras empresariales cuando no existe contraprestación. 
•	 Otorgamiento de uso o goce o prestación de servicios sin contraprestación . 
•	 No existan precios comparables por ser operaciones de activos únicos o valiosos.

7.	 Se evite constituir un establecimiento permanente en México. 
8.	 Vender activos totalmente depreciados entre partes relacionadas. 
9.	 Mecanismos híbridos, artículo 28 fracción XXIII LISR, cuando la legislación fiscal nacional y extranjera caractericen 

de forma distinta a una persona moral, figura jurídica, ingreso o el propietario de los activos o un pago, y que dé como 
resultado una deducción en México y que la totalidad o una parte del pago no se encuentre gravado en el extranjero 

10.	Evite identificar el beneficiario efectivo de ingresos o activos. 
11.	 Hacer operaciones para recuperar pérdidas que están por vencerse en el último año, y además estas operaciones le 

generen pérdida fiscal al contribuyente que recuperó las pérdidas que estaban por vencerse.
12.	Evite la retención de la tasa del 10% por pago de dividendos. 
13.	Operaciones donde el arrendatario otorgue el uso o goce al arrendador. 
14.	Operaciones que presenten más del 20% de diferencias entre lo contable y lo fiscal. 

Conclusión.

1.	 Existe una definición especial de “asesor fiscal”, exclusivamente para efectos del Título Sexto del CFF. Hasta el 
momento en el que se actualice la hipótesis de ser considerado como asesor fiscal, entonces deberá de observarse lo 
contenido en dicho Título.

2.	 El CFF contiene la posibilidad de evitar que los asesores fiscales se hagan acreedores de las infracciones y sanciones,   
siempre y cuando acaten los dispuesto por los arts. 198 fracción VI, art. 197 séptimo párrafo y art. 197 octavo párrafo.

3.	 Los únicos esquemas que sí son reportables son los que generen beneficios fiscales de conformidad al art. 5-A del CFF 
y que además se encuentren contenidos en las catorce fracciones del art. 199 del CFF.

4.	 La autoridad administrativa (SAT) deberá dar a conocer a través de reglas de carácter general, sobre los montos a 
partir de los cuales sí deberán revelarse los esquemas reportables.

5.	 En caso de que un esquema sí genere beneficios fiscales en México pero no sea reportable de conformidad con 
el artículo 199 de este Código o exista un impedimento legal para su revelación por parte del asesor fiscal, éste 
deberá expedir una constancia, en los términos de las disposiciones generales que para tal efecto expida el SAT, al 
contribuyente en la que justifique y motive las razones por las cuales lo considere no reportable o exista un impedimento 
para revelar, misma que se deberá entregar dentro de los cinco días siguientes al día en que se ponga a disposición 
del contribuyente el esquema reportable o se realice el primer hecho o acto jurídico que forme parte del esquema, lo 
que suceda primero.

6.	 El art. 201 del CFF, señala de forma expresa que:
a. La revelación de un esquema reportable, no implica la aceptación o rechazo de sus efectos fiscales por parte de las 
autoridades fiscales. 
b. La información presentada en términos de este Título y que sea estrictamente indispensable para el funcionamiento 
del esquema, en ningún caso podrá utilizarse como antecedente de la investigación por la posible comisión de los 
delitos previstos en este Código, salvo tratándose de los delitos previstos en los artículos 113 y 113 Bis de este Código. 
c. La información obtenida de conformidad con este Capítulo deberá tratarse en los términos del artículo 69 de este 
Código.

BIBLIOGRAFIA:
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La norma internacional de auditoría (NIA) 320 “Importancia relativa o materialidad en la planificación y ejecución de la 
auditoría” o por sus siglas en inglés conocida también como la ISA 320, trata de la responsabilidad que tiene el auditor de 
aplicar el concepto de importancia relativa en la planificación y ejecución de una auditoría de estados financieros. Para 
obtener una mayor compresión de esta norma se debe tener presente el contenido de las NIA 200 “Objetivos globales del 
auditor independiente y realización de la auditoría de conformidad con las Normas Internacionales de Auditoría” y la NIA 
450 “Evaluación de incorrecciones durante la auditoría”.

Alcance:

La NIA 320 trata la responsabilidad del auditor al aplicar el concepto de materialidad al planear y ejecutar una auditoría. 
De manera conjunta con la NIA 450 explica como la materialidad es aplicada al evaluar el efecto de errores en los estados 
financieros.

La norma de información financiera (NIF) A-4 nos proporciona una guía a las entidades para establecer una materialidad al 
preparar los estados financieros, sin embargo, esta es independiente a la que determine el auditor independiente. 

Importancia relativa en el contexto de la auditoría:

Las incorrecciones y las omisiones de información, se consideran como materiales, si de manera individual o conjunta, 
pueden influenciar las decisiones económicas de los usuarios considerando los estados financieros en su conjunto. 

La importancia relativa debe de ser evaluada con el uso del juicio profesional del auditor ya que los hechos que dan origen 
a la información contenida en los EEFF se verá afectada por las siguientes características que agrupa la entidad de que 
se trate: 
•	 El tamaño
•	 La naturaleza de un error
•	 Combinación de ambos puntos

Los juicios que se emiten basados en las cuestiones que resulten materiales se harán en base a las necesidades comunes 
que tengan los usuarios de la información financiera. Ya que los posibles efectos de las incorrecciones u omisiones de un 
grupo específico de usuarios no son considerados. 

Dado a lo mencionado en el párrafo antecesor a este, el auditor asumirá que los usuarios tengan presente los siguientes 
puntos:
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•	 Poseen un conocimiento razonable de la entidad económica y su actividad empresarial, así como del manejo de la 
contabilidad y se está dispuesto a llevar un análisis de la misma reflejada en los EEFF.

•	 Comprenden que los estados financieros se preparan, presentan y auditan bajo el concepto de la importancia relativa. 
•	 Tienen en cuenta los riesgos e incertidumbres inherentes de la auditoría y los hechos futuros.
•	 Toman decisiones basándose en la información presentada en los estados financieros. 

La materialidad es parte fundamental y esencial de un trabajo de auditoría, siendo aplicable al planear el trabajo, ejecutar 
el mismo y evaluar los efectos que tengan los errores identificados en lo individual y en lo acumulado. 

Basándonos en lo anterior es imperante afirmar que la materialidad debe considerarse por el auditor para: 
•	 Determinar la naturaleza, extensión y oportunidad de los procedimientos de evaluación de riesgos. 
•	 Identificar y evaluar el riesgo de error material. 
•	 Determinar la naturaleza, extensión y oportunidad de los procedimientos de auditoría. 

El auditor en la planificación y desarrollo considerará como materiales aquellas incorrecciones y omisiones que rebasen 
en monto la cantidad que se ha determinado como materialidad. Sin embargo, debido a la complejidad de establecer una 
importancia relativa que atienda a la naturaleza de las operaciones, se debe de tener mucho juicio profesional ya que 
puede haber ciertas operaciones que sean consideradas como inmateriales, pero puedan provocar grandes efectos en la 
información financiera. 

Requerimientos:

En un trabajo de auditoría se deberá de establecer una estrategia global, en la cuál se determina la materialidad para 
los estados financieros en su conjunto, a pesar de esto el auditor comprende que cada una de las entidades operan en 
diferentes circunstancias específicas por lo que puede llegar el caso en que ciertas operaciones, saldos y/o transacciones 
sean inferiores al monto de importancia relativa, pero que debido a su naturaleza pueda tener efectos en la información y 
por consecuente los usuarios tomen decisiones económicas de importancia en base a información errónea.

Hablamos ya de la determinación de la importancia relativa en la fase de planeación, pero como bien menciona el título de 
la norma, la materialidad deberá ser atendida de igual manera en la ejecución del trabajo. Cuando en el desarrollo de la 
auditoría se tope con información nueva que si de haberla sabido y considerado en el momento de planear cambiase esta 
nuestra importancia relativa, se deberá entonces de modificar así como llevar a cabo una evaluación de los procedimientos 
de auditoría ya efectuados y planeados con la finalidad de verificar su efectividad bajo la nueva materialidad determinada. 

La importancia relativa es un asunto de juicio profesional y para su determinación se utiliza como punto de partida una serie 
de benchmarks entre los cuales destacan: 
•	 2% a 5% de la utilidad antes de impuestos. 
•	 1% a 2% del total de activo.
•	 1% a 2% de los ingresos.
•	 5% a 10% del capital contable.
•	 5% a 10% de la Utilidad antes de impuestos, intereses, depreciación y amortización o en inglés conocida mejor como 

EBITDA. 

Como podemos ver se tiene un buen número de opciones de benchmark a elegir para determinar la importancia relativa, 
pero para saber cuál de estos es el indicado que se debe de usar, el auditor como ya hemos mencionado usando su juicio 
profesional y experiencia decidirá en base a lo que se muestra a continuación: 
•	 Elementos de los estados financieros.
•	 Los usuarios de la información financiera y sus intereses como un conjunto.
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•	 La naturaleza de la entidad.
•	 El ciclo de vida de negocios de la entidad.
•	 La estructura corporativa accionaria o de propiedad de la entidad. 
•	 Situación actual económica y jurídica de la entidad. 
•	 La volatilidad del benchmark. 

Tipos de materialidad:

Materialidad de planeación o total:
Es la materialidad que el auditor debe determinar para los estados financieros en su conjunto. Es decir, el error máximo 
aceptable en los estados financieros desde el punto de vista del auditor.

Materialidad de ejecución:
Es el importe menor a la materialidad establecida para los EEFF tomados en su conjunto. Usualmente conocido como 
error tolerable y correspondiente al 50% a 75% de la materialidad total. Tiene por objeto reducir a un nivel adecuadamente 
bajo la probabilidad de que el total de errores no corregidos y no detectados durante la auditoría exceda a la materialidad 
total. En pocas palabras, a todas las cuentas que sean igual o superior a la materialidad de ejecución se les aplicaran 
procedimientos de auditoría. 

Conclusión:

Todo trabajo de auditoría requiere de la determinación de la importancia relativa para cumplir con el objetivo de toda 
auditoría y poder verificar que los estados financieros se encuentran presentados razonablemente libres de riesgo por 
fraude y/o error para emitir una opinión acerca de estos, por lo tanto la determinación de la materialidad es crucial para 
asegurarnos de cumplir con dicho objetivo y no sólo cumplir, sino que hacerlo de una manera apropiada y correcta utilizando 
la metodología y bases que señala la norma en conjunto con el juicio profesional del auditor.
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Las cláusulas anti abuso siempre han existido en las relaciones de gobierno, debido a que se tiende a eludir el impuesto por 
diversos factores psicológicos como lo son el considerarlos injustos, porque otros contribuyentes eluden en gran medida, 
consideran que el Estado hace mal uso de los recursos o porque no comprenden las normas tributarias, entre otros. 
Existen a su vez clausulas anti elusión especiales que surgen como resultado de situaciones concretas, de manera que 
cierran cualquier ventana de interpretación y aclaran la conducta que tendrá determinado efecto fiscal como por ejemplo las 
cláusulas de precios de transferencia, que condicionan los efectos fiscales entre vinculados comparables con operaciones 
realizadas entre terceros independientes.

En el caso de México la incorporación de una cláusula anti abuso es algo nuevo, que si bien se venía reflejando en 
los diversos criterios de la corte, no existía un fundamento fiscal en concreto, en España país que comparte algunas 
características legales con México, llevan ya varios años, desde 2003, con una cláusula de esta naturaleza incorporada en 
su legislación, es por ello que es interesante ver como se ha desarrollado dicha cláusula en ese país.

Precedentes Internacionales
Las cláusulas anti abuso aparecen en las distintas legislaciones para resolver un conflicto que es el determinar el límite 
valido de la libertad de configuración de negocio que por efecto tiene la reducción de la carga tributaria de un individuo.  A 
nivel internacional existen precedentes de esto desde hace varios años, debido a que los individuos buscan la manera de 
beneficiarse, como es el caso del famoso juicio Helvering v. Gregory, llevado a cabo en 1935, en el cual se crea una nueva 
sociedad para transferir las acciones evitando así el impuesto, ya que en las sociedades de nueva creación se les exentaba 
dicho pago, a los pocos días de realizar la transacción cierra la sociedad, lo que motivo a que la corte argumentara 
que si bien los individuos pueden organizar sus negocios de la manera que más les convenga, en sustancia no había 
reorganización de sociedades, se hizo aparentar para no pagar los impuestos sobre la renta que generaba la transacción 
y si bien era una forma legal, realmente era un disfraz de la realidad de las transacciones.

Precedentes en España
En España desde 1963 existió la figura de “fraude de ley” incorporado en el artículo 24 de la Ley General de Tributación de 
1963, que fue el antecedente directo de la cláusula anti abuso, que a la letra mencionaba: 

Artículo veinticuatro.
Uno. No se admitirá la analogía para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del 
hecho imponible o el de las exenciones o bonificaciones.
Dos. Para evitar el fraude de Ley se entenderá, a los efectos del número anterior, que no 
existe extensión del hecho imponible cuando se graven hechos, actos o negocios jurídicos 
realizados con el propósito de eludir el impuesto siempre que produzcan un resultado 
equivalente al derivado del hecho imponible. Para declarar que existe fraude de Ley 
será necesario un expediente especial en que se aporte por la Administración la prueba 
correspondiente y se dé audiencia al interesado.
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La historia moderna de la aplicación en España de las normas anti elusión comenzó a mediados de los años ochenta 
del pasado siglo, cuando por diferentes circunstancias, la Administración tributaria ha de enfrentarse a supuestos más 
variados, más complejos y más generalizados de elusión fiscal. De 1988 a 2002, antes de incorporar formalmente una 
cláusula anti abuso en su legislación en el año de 2003, se dictaron diversos criterios en la corte Española, precedentes 
históricos de jurisprudencias del Tribunal Supremo de aquel país, que marcaron el reconocimiento la cláusula anti abuso, 
algunas de las sentencias más importantes son:

•	 6 de mayo de 1988 (STS 6-5-1988, FD 3ro.) Constituyó un precedente de la tendencia de 
nuestros Tribunales a rechazar determinadas manipulaciones negociales sin invocar ninguna 
norma anti elusión concreta sino mediante una interpretación. El Alto Tribunal rechazó las 
pretendidas pérdidas de un contribuyente por la enajenación en bolsa de valores comprados 
poco antes fuera de bolsa y a un valor muy superior. El Tribunal Supremo, en esta Sentencia, no 
dudaba inclusive en calificar el proceder de la entidad como un verdadero fraude de ley.

•	 18 de mayo de 1994 (recurso de casación núm. 1.052/1993) Se rechaza la pérdida derivada de 
una aportación societaria no dineraria, con el argumento de que esa pérdida no responde a la 
realidad al no significar esa aportación una verdadera alteración en la composición del patrimonio 
del contribuyente. El primer supuesto de aplicación de la norma anti elusión fue el caso del uso 
de sociedades interpuestas para evitar el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados en la transmisión de inmuebles.

•	 20 de julio de 2001 (R TEAC 20-7-2001 FD 5º) este Tribunal considera probado que se 
efectuaron un conjunto de negocios que carecían de causa, cuya única finalidad era evitar el 
gravamen de las elevadas plusvalías que se pusieron de manifiesto por la venta de las acciones 
de X a la multinacional. En consecuencia, y por aplicación de lo dispuesto en el artículo 25 de 
la LGT, deberá someterse –añade el TEAC- a gravamen el verdadero negocio realizado por las 
partes…

En el año 2003 se incorpora en España la cláusula anti abuso en su legislación en su Ley General de Tributación, contenida 
en el artículo 15:

Artículo 15. Conflicto en la aplicación de la norma tributaria. 
1. Se entenderá que existe conflicto en la aplicación de la norma tributaria cuando se evite 
total o parcialmente la realización del hecho imponible o se minore la base o la deuda tributaria 
mediante actos o negocios en los que concurran las siguientes circunstancias: 
a) Que, individualmente considerados o en su conjunto, sean notoriamente artificiosos o 
impropios para la consecución del resultado obtenido. 
b) Que de su utilización no resulten efectos jurídicos o económicos relevantes, distintos del 
ahorro fiscal y de los efectos que se hubieran obtenido con los actos o negocios usuales o 
propios. 
2. Para que la Administración tributaria pueda declarar el conflicto en la aplicación de la norma 
tributaria será necesario el previo informe favorable de la Comisión consultiva a que se refiere 
el artículo 159 de esta ley.
3. En las liquidaciones que se realicen como resultado de lo dispuesto en este artículo se 
exigirá el tributo aplicando la norma que hubiera correspondido a los actos o negocios usuales 
o propios o eliminando las ventajas fiscales obtenidas, y se liquidarán intereses de demora
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Precedentes en México
En México ha existido el concepto de “simulación” en materia civil, en el artículo 2180 del Código Civil de la Federación, 
citando lo siguiente:

Artículo 2180.- Es simulado el acto en que las partes declaran o confiesan falsamente lo que en 
realidad no ha pasado o no se ha convenido entre ellas.

La simulación para efectos fiscales se encontraba en el artículo 177, en su vigésimo primer párrafo, que dispone lo siguiente:

Para los efectos de esta Ley las autoridades fiscales podrán, como resultado del ejercicio de 
las facultades de comprobación que les conceden las leyes, determinar la simulación de los 
actos jurídicos exclusivamente para efectos fiscales, la cual tendrá que quedar debidamente 
fundada y motivada dentro del procedimiento de comprobación y declarada su existencia en el 
propio acto de determinación de su situación fiscal a que se refiere el artículo 50 del Código 
Fiscal de la Federación, siempre que se trate de operaciones entre partes relacionadas en 
términos del artículo 179 de esta Ley.

Por su parte en México también ha habido precedentes en tribunales, desde 1989, como en el caso de España, en donde 
marcaron el camino para la implementación de la cláusula desde 1988, casi en el mismo año ambos países iniciaron con 
precedentes en este tema.

Algunos criterios de la corte hasta antes de la implementación de la cláusula anti abuso en la legislación Mexicana:

PRESUNCIONES Y FICCIONES LEGALES. LA FUNCION Y APLICACION DE ESTAS 
TECNICAS EN MATERIA TRIBUTARIA.
En el sistema mexicano es frecuente la presencia de construcciones jurídicas que entendidas 
ya como presunciones legales de pleno derecho (iuris et de iure) ya como ficciones, sirven al 
legislador en su tarea de frustrar los mecanismos de fraude a la Ley Tributaria, tanto en su 
dinámica de evasión como en la de elusión. Las presunciones absolutas suponen el enlace 
establecido por su autor entre un hecho conocido y otro que aunque se desconoce debe 
reputarse existente para efectos de la ley, por ser realmente posible o probable su realización 
cuando así lo demuestren las máximas de la experiencia y el conocimiento del mundo fáctico 
sobre el que se pretende actuar. Desde un ángulo sustantivo más que probatorio, se advierte 
una ficción jurídica cuando su autor recoge datos de la realidad y los califica jurídicamente 
de un modo tal que, violentando conscientemente su naturaleza, crea un concepto de verdad 
legal (artificial) distante de coincidir con la realidad. En ambos casos, la aplicación de las 
normas reguladoras de estas figuras representa para los contribuyentes un efecto irrebatible 
dispensado de toda prueba adicional, justificado por la necesidad de resolver la incongruencia 
entre la realidad jurídica y la realidad económica a cuya coincidencia aspira la justicia tributaria.

FRAUDE A LA LEY E INTERPRETACIÓN LÓGICA. SU CONCEPTO.
La figura del fraude a la ley, fraus legis o in fraudem legis agere, como se le conoció en 
el derecho romano, consiste en respetar la letra violando el espíritu de la ley. Sobre 
el particular, es atendible el texto de Paulo, visible en el parágrafo 29, Título III, Libro I, del 
Digesto: Contra legem facit, qui id facit, quod lex prohibet; in fraudem vero, qui salvis verbis legis 
sententiam eius circumvenit. Esto es: Obra contra la ley el que hace lo que la ley prohíbe; y en 
fraude, el que salvadas las palabras de la ley elude su sentido. Dicho en otros términos: 
fraude a la ley es frustrar sus propósitos, es violar o eludir el espíritu que la anima y llevar 
a un resultado contrario al deseado, con el pretexto de respetar su letra; en cuya situación 
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se está finalmente en contra de la ley, al ser esa aplicación literal contraria a la intención del 
legislador. En relación con lo anterior, debe tenerse en cuenta que mientras que la interpretación 
literal de la ley es la que determina el sentido propio de las palabras, la interpretación lógica es 
la que fija el verdadero sentido o fin que persigue la ley.

“INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS FISCALES. NO PUEDE SER TAL QUE CONDUZCA 
A UN FRAUDE A LA LEY O A UN ABUSO DEL DERECHO.- 
La interpretación de las normas fiscales, sancionada por el artículo 5o. del Código Fiscal 
de la Federación, si bien prevé que las disposiciones fiscales que establezcan cargas a los 
particulares, son de aplicación estricta, por lo cual nuestro máximo Tribunal ha señalado que se 
debe partir del texto de la norma para realizar su interpretación por cualquiera de los métodos 
de interpretación jurídica, esto no significa que se deba realizar un análisis interpretativo 
fragmentario, aislado y parcializado del texto de la norma. Así, de aceptar que bajo nuestra 
legislación pueda subsistir el fraude a la ley o el abuso del derecho, entendiéndose por “fraude 
a la ley.”, la realización de uno o una serie de actos lícitos que respetan el texto de la ley, 
pero no su sentido y por “abuso del derecho”, la forma de ejecutar o ejercer un derecho 
contraviniendo el espíritu o principios del Derecho: “summun ius, summa injuria”, se llegaría al 
extremo de permitir a los particulares so pretexto de interpretaciones letristas, que mediante 
una serie de actos jurídicos, evadan el imperio de la ley y su sentido.” 
Sexta Sala Regional Metropolitana. Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 
Ponente: Magistrada Diana Bernal Ladrón de Guevara. Juicio de nulidad 30376/07-17-06-9. 23 
de octubre de 2009. Unanimidad de votos. Existen también criterios de la SCJN que sostienen 
que las interpretaciones distintas a la formal (como la sistemática) no trasgreden la aplicación 
estricta de la ley [J]; 8a. Época; 3a. Sala; S.J.F.; Tomo VII, Abril de 1991; Pág. 24 

Reforma al Código Fiscal de la Federación para 2020.

El 8 de septiembre de 2019 se presentó la iniciativa, en donde en la exposición de motivos mencionaba que se habían 
detectado operaciones realizadas mediante actos jurídicos con el objetivo de encontrarse en una posición fiscal más 
favorable que otros en la misma situación, lo cual genera un conflicto de equidad y un problema de elusión fiscal que 
repercute en la recaudación de las contribuciones federales, además de que la recaudación en México es poco efectiva, 
por su parte la Comisión de Hacienda y Crédito Público en su consideración vigésima segunda destaco que comparte la 
propuesta del Ejecutivo Federal de establecer las normas generales anti abuso hacia prácticas que provocan elusión fiscal. 
La dictaminadora estuvo de acuerdo en que la norma general anti abuso para México contenga dos elementos: 1) Que la 
operación del contribuyente no tenga una razón de negocios; y 2) que esto genere un beneficio fiscal.
Se incorporó el artículo 5º.A al Código Fiscal de la Federación, publicado el 9 de diciembre de 2019 en el Diario Oficial de 
la Federación. 

¿Qué se puede esperar en México con la implementación de la cláusula anti abuso comparando la situación que 
ha vivido España al respecto?

Si bien ambas son legislaciones parecidas, cada una tiene sus particularidades, y España nos lleva algunos años de ventaja 
en este tema, tras este breve análisis se puede destacar que ambos países comparten precedentes en la Corte, en donde 
a lo largo de los años ya se destacaba el uso de mecanismos legales para hacer frente a las obligaciones disfrazando la 
realidad y se venía marcando un camino de construcción legislativa y doctrinal de normas anti abuso.

En España se tienen dos conceptos que aluden al tema y son la simulación y el conflicto de aplicación de la norma tributaria 
o fraude a la Ley, en donde no se tiene la certeza jurídica de cual aplica en que caso, ya que uno de ellos involucra una 
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sanción y responsabilidad penal, por ello se requiere que la ley defina y sea más explícita en cada supuesto para no caer 
en ambigüedades a la hora de la aplicación.

Se considera el fraude de ley como una forma de «ilícito atípico», en la que asimismo se busca crear una apariencia, 
que aquí es la de conformidad del acto con una norma («de cobertura»), para hacer que pueda pasar desapercibida 
la colisión del mismo con otra u otras normas defraudadas que, por su carácter imperativo, tendrían que haber 
sido observadas mientras que la simulación negocial entraña como elemento característico la presencia de un engaño u 
ocultación maliciosa de datos fiscalmente relevantes, en el fraude de ley tributaria no existe tal ocultamiento, puesto 
que el artificio utilizado salta a la vista  STS, Sala 2ª, de 30 Abr. 2003. España 

En México cabe diferenciar la elusión fiscal, en su modalidad de fraude a la ley, de los actos simulados y la 
defraudación fiscal. En el artículo 108 del Código Fiscal de la Federación se establece que comete el delito de defraudación 
quien, con uso de engaños u aprovechamiento de errores, omita total o parcialmente el pago de alguna contribución u 
obtenga un beneficio indebido con perjuicio del fisco federal. Sobre la simulación, la fracción IV del artículo 109 del código 
referido, señala que se sancionará de igual manera a quien simule uno o más actos o contratos obteniendo un beneficio 
indebido con perjuicio del fisco federal. 

La diferencia principal radica en la realización o no del hecho imponible. En este sentido, en la elusión no se realiza el 
hecho imponible, mientras que en la evasión sí, es decir, que únicamente en ésta se presenta el nacimiento de la obligación 
fiscal y ésta no se cumple frente a la autoridad. Cuando se realiza el hecho imponible pero se oculta (evasión) se manifiesta 
de la siguiente manera: infracción o delito. 
 
La elusión fiscal por fraude a la ley puede definirse como el acto de tomar ventaja de las oportunidades previstas en 
la legislación fiscal con el fin de minimizar la responsabilidad fiscal. La Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) la entiende como un término que por lo general se utiliza para describir el arreglo de los asuntos de 
un contribuyente que pretende reducir su deuda tributaria y que, aunque el acuerdo podría ser estrictamente legal es por 
lo general una contradicción con el espíritu de la ley que pretende seguir. 

Se puede concluir que también se requiere que la Ley especifique los supuestos de razón de negocios o se defina para 
tener certeza jurídica y no quedar en ambigüedad de saber si se aplicara o será defraudación, mismo caso en España con 
la simulación o fraude a la Ley, y si en España aun con al menos 17 años de incorporar esta cláusula consideran que se 
deben modificar y evolucionar las leyes y adaptarse a estos nuevos cambios, que se podría decir y esperar para México. 

Lo cierto es que expertos españoles en la materia fiscal consideran que la Administración Tributaria no ha podido construir 
durante estos años una práctica administrativa coherente a la hora de aplicar una u otra de las normas anti-elusión 
establecidas en la LGT. Porque se han generado distintos criterios entre los órganos que intervienen en cada paso y 
acentúan la dificultad de diferenciar ente simulación y abuso, que se encuentran condicionadas por las consecuencias 
sancionadoras que cada una implica, sobre todo cuando sólo de esa diferenciación se hace depender la existencia de una 
infracción tributaria o inclusive de una responsabilidad penal. 

La realidad es que en España la aplicación de las normas anti elusión llegaron para quedarse y como lo reconocen 
destacados fiscalistas del país es un cambio que ha traído consigo un rechazo social más claro de planificaciones fiscales 
irracionales. Donde resulta importante destacar la distinción entre simulación y conflicto de aplicación de la norma tributaria, 
en donde sigue siendo doctrina jurisprudencial la simulación. Y concluyen que los contribuyentes y quienes tengan que 
acudir y acatar las leyes fiscales han de acostumbrarse a la doble necesidad de atender a la sustancia económica de las 
operaciones y a la necesidad de disponer de una justificación económica de las mismas.
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Introducción:

Uno de los organismos más importantes a nivel internacional en materia aduanera, como lo es la Organización Mundial de 
Aduanas (OMA) o World Customs Organization (WCO por sus siglas en inglés), aprobó en 2014, la “Sexta Recomendación 
de Enmienda a los textos de la Nomenclatura del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías” para 
su entrada en vigor a partir de enero de 2017, con el propósito fundamental, de que los 183 países que conforman dicha 
organización, simplifiquen sus sistemas aduaneros a través del uso de nuevas técnicas y tecnologías modernas, pero 
sobre todo, la actualización de nomenclaturas a una serie de productos y mercancías de nueva creación que ha aumentado 
su flujo comercial entre sus países miembros así como aquellas mercancía que pudieran ser perjudiciales para la salud y 
que requieran un mayor control , sin embargo, dentro de esos cambios, también está la eliminación de códigos específicos 
a productos que actualmente ha bajado su demanda y han caído en el desuso. 

Nuestro país forma parte de la OMA desde el 8 de febrero de 1988 y gracias a ello se ha tenido un flujo comercial con los 
otros 182 países miembros, por lo que a razón de ello se implementó en nuestro país la herramienta más importante de 
política comercial denominada Ley de los Impuestos Generales de Importación y Exportación (LIGIE), que para definir, 
es una ley fiscal que a su vez se encarga de mantener de forma ordenada la clasificación arancelaria de acuerdo a las 
nomenclaturas internacionales para fines aduaneros, estadísticos y de transporte.

La LIGIE está conformada por dos artículos:

•	 Artículo 1: Comprende en las Tarifas de Impuestos Generales de Importación y Exportación (TIGIE), donde se encuentra 
un mundo de productos y mercancías que están sujetas a una clasificación para el pago del impuesto de importación 
y/o exportación, el cual está dividido en 22 secciones y 98 capítulos.

 
•	 Artículo 2: Este artículo se conforma por dos fracciones:

I. Reglas generales para la aplicación de interpretación de las TIGIE.
II. Reglas complementarias para la interpretación de las TIGIE. 

Cabe mencionar que la nomenclatura actual de la clasificación arancelaria de acuerdo a la LIGIE consiste en los siguientes 
8 dígitos:
•	 Dígito 1 y 2 para el Capitulo
•	 Dígito 3 y 4 para la Partida
•	 Dígito 5 y 6 para la Subpartida
•	 Digito 7 y 8 para la Fracción
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Para aclarar un poco el panorama, si quisiéramos asignarle la clasificación arancelaria a un producto, se le deberá asignar 
8 dígitos, de los cuales los primeros 6, deben cumplir con la nomenclatura internacional que emite la OMA la cual sus 
miembros deben cumplir, y tratándose de los 2 dígitos restantes, son asignados de forma independiente cada nación, 
según sus necesidades de identificación arancelaria. Cabe mencionar que hay naciones, que llegan a considerar hasta 10 
dígitos en su nomenclatura.
  
Análisis: 
Entendemos que México al ser miembro de la OMA, se encuentra obligada a actualizar mencionado marco jurídico según 
las enmiendas que dictamine dicha Organización Internacional, por lo que ha transcurrido poco más de 20 años sin que las 
TIGIE sean sometida a ajustes mayores, resultando diversos dolores de cabeza para los profesionistas que se encargan 
en las determinaciones de las tarifas, debido a su compleja y extensa estructura, ya que se puede incurrir en una incorrecta 
clasificación arancelaria que repercute negativamente en el cumplimiento de las restricciones y regulaciones arancelarias 
y no arancelarias, o bien,  se puede caer en la  creación de fracciones arancelarias sin criterios claros que es altamente 
probable su complicación en las operaciones aduaneras.

Cabe mencionar que la OMA ha estado emitiendo sus enmiendas dentro de un ciclo de cuatro a seis años desde que se 
da a conocer la primera, como a continuación se muestra:

Como se puede observar en el recuadro anterior, como miembro de la OMA, México a partir del año de 2017 tuvo la 
obligación de actualizar la LIGIE con el propósito de contar con una homogeneidad con la “Sexta Recomendación de 
Enmienda a los textos de la Nomenclatura del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías”.
Actualmente, el órgano económico de nuestro país, emprende medidas y propone la abrogación de la actual LIGIE y así 
expedir una nueva ley a fin de:

•	 Una mayor cobertura a los productos pesqueros, equipos de detección anti-malaria, cerámicos y avances tecnológicos 
como la inclusión de lámparas de diodos emisoras de luz LED por mencionar algunos; así mismo en productos silvícolas 
apunta a mejorar la clasificación para especies de madera, y se crean subpartidas de los productos químicos, como 
son plaguicidas y sustancias peligrosas o nocivas para el humano o medio ambiente, con el propósito de llevar un 
mejor control al momento de solicitar permisos para su importación, ampliando un mayor de numero de datos para 
fines estadísticos.

•	 La actualización y modernización a la TIGIE, para adecuarla a los flujos actuales de comercio internacional.

•	 Incorporar un esquema donde faculte a la Secretaria de Economía para publicar los números de identificación 
comercial, con base en las fracciones arancelaria que permita una identificación más precisa de las mercancías para 
fines únicamente de diferenciación, respetando cabalmente las atribuciones del H. Congreso de la Unión y del Titular 
del Ejecutivo Federal en materia de aumento, disminución y supresión de aranceles.
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Ahora bien, según la Gaceta Parlamentaria Número 5481-III, de fecha 18 de marzo de 2020, después de un largo proceso 
de actualización que realizó la Secretaria de Economía a  LIGIE y aún después de las formalidades legislativas llevadas 
a cabo desde que la Cámara de Diputados a partir del 27 de febrero de 2020, se aprobó el “Dictamen de la Comisión de 
Economía Comercio y Competitividad con Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley de los de Impuestos Generales 
de Importación y de Exportación y se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Aduanera”  por lo que ya fue 
turnada a la Cámara del Senado de la Republica para su aprobación respectiva, por lo que debemos estar muy pendientes 
a lo que resuelva la Cámara alta.

Como comentario final, tales cambios en nuestro marco jurídico vienen a modernizar nuestras herramientas para que de 
manera sencilla, eficaz y sobre todo con seguridad jurídica, se lleven a cabo las operaciones de comercio con otros países 
sean más competitivos, dando a su vez, más herramientas para una correcta aplicación del número de identificación 
comercial, evitando sanciones innecesarias por parte de la autoridad.
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Con la nueva reforma fiscal en vigor a partir del 1° de Enero de 2020 y en especial con la Ley de IVA en su Artículo 1-A 
fracción IV, el Gobierno Federal busca erradicar y recabar impuestos de todas aquellas empresas que ha podido identificar 
dedicadas a la prestación de servicios, que en el fondo de su actividad buscan beneficiar a terceros, permitiéndoles con 
base a una estrategia, la disminución de pago de impuestos,  el no pago de manera correcta de los beneficios a los 
trabajadores, como por ejemplo las llamadas Outsourcing, entre otros factores. Si bien no todas las compañías dedicadas a 
la prestación de estos servicios están este supuesto, otras que si lo están, vienen a afectar a las compañías que sí realizan 
su operación de manera sana y transparente.

Por lo anterior, es importante que el Auditor encargado de revisar la informacion financera y fiscal de la compañìa y/o 
contribuyente en revisión, obtenga el conocimiento adecuado de esta reforma, con la finalidad, de poder medir de manera 
correcta el impacto y contingencia que se pudieran detonar, en caso de que el contribuyente esté incumpliendo con esta 
nueva disposición. Ante ante este escenario, el Auditor deberá llevar acabo un análisis detallado de las transacciones de 
los contribuyentes que operan en este sector, ya que actualmente dichos contribuyentes  se han enfrentado a un panorama 
lleno de dudas por la ambigüedad de la redacción de este artículo, y como consecuencia de esto, existe incertidumbre en 
los servicios que pudieran caer en este supuesto, y ante eso, saber si se actúa de manera correcta y asertiva al momento 
de realizar la retención a que hace referencia dicho artículo, el cual se detalla a continuación: 

La Reforma Fiscal de la Ley del IVA obliga a retener el 6% del IVA a quienes presten servicios con base a la reforma de la 
fracción IV del artículo 1-A como sigue:

sean personas morales o personas físicas con actividades empresariales, que reciban servicios a través de los cuales se 
pongan a disposición del CONTRATANTE o de una parte relacionada de éste, personal que desempeñe sus funciones 
en las instalaciones del CONTRATANTE o de una parte relacionada de éste, o incluso fuera de éstas, estén o no bajo la 
dirección, supervisión, coordinación o dependencia del CONTRATANTE, independientemente de la denominación que se 
le dé a la obligación contractual. En este caso la retención se hará por el 6% del valor de la contraprestación efectivamente 
pagada. 

Por ello, a partir del 1 ° de enero del 2020, se tendrá la referida obligación. 

Con esta nueva definición fiscal, será importante que el Auditor realice un análisis detallado de las relaciones contractuales 
de las empresas, a fin de determinar si se debe realizar o no la retención correspondiente a los proveedores de servicios, 
considerando de igual forma la informacion que se detalla a continuación.
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El Ejecutivo Federal y el Congreso de la Unión, fueron enfáticos en señalar que dicha retención y entero ante las 
autoridades fiscales del 6% del valor de la contraprestación efectivamente pagada, es por la contratación de servicios de 
subcontratación laboral, estableciendo una definición mayor a la simple subcontratación, ya que con ello se asegurará el 
pago del IVA aunque las empresas cambien el concepto de facturación por ejemplo: “suministro de personal” a “Servicios 
de consultoría e intermediación mercantil”.

Así las cosas, aplica dicha retención y entero ante las autoridades fiscales del 6% del valor de la contraprestación 
efectivamente pagada por parte de las personas morales o personas físicas con actividades empresariales cuando reciban 
servicios. 

De manera más clara, por la definición tan amplia que se da en la fracción IV del artículo 1o.-A de la Ley del IVA, la 
autoridad obligará a:

a) Llevar a cabo, la retención del IVA por la contratación de servicios de subcontratación laboral (Outsourcing), en 
pocas palabras la intermediación laboral.
b) Independientemente de la denominación que se le dé a la obligación contractual, y
c) Sin importar si el personal esté o no bajo la dirección, supervisión, coordinación o dependencia del contratante.
d) Sin importar si ese personal que presta el servicio, tiene una relación ya sea Laboral, Civil o Mercantil con el 
Contratista.

Por otra parte, es de tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 1o.-A de la Ley del IVA que se analiza, del cual podemos 
desprender que la retención se hará por el 6% del valor de la contraprestación efectivamente pagada, cuando sean 
personas morales o personas físicas con actividades empresariales, que reciban servicios a través de los cuales se pongan 
a disposición del CONTRATANTE o de una parte relacionada de éste, personal que DESEMPEÑE SUS FUNCIONES.

A mayor abundamiento, en atención a lo dispuesto en la fracción IV, se tendrán que dar los 2 supuestos para que sea 
obligatoria la retención de 6%:

1.- El primero de dichos supuestos es PONER a DISPOSICIÓN del contratante o de una parte relacionada de éste, 
personal. Por lo anterior, es importante tomar en cuenta las definiciones de PONER y DISPOSICIÓN, para lo cual se señala 
lo siguiente:

PONER
Definición restrictiva:
a) Colocar en un sitio o lugar a alguien. 
b) Situar a alguien en un lugar adecuado.

Definición amplia:
a) Disponer algo para cierto fin. 
b) Contar.

DISPONER
Valerse de alguien, tenerlo o utilizarlo como propio.

Con dichas definiciones, se podría interpretar de una forma que, sí el personal con el que se presta el servicio es exclusivo 
para el contratante, es decir, si el personal únicamente está al mando de éste último, se debe retener el IVA.
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Sin embargo, otra interpretación sería, que con el hecho de que el servicio no sea personal (una sola persona el contratista), 
y se requiera de terceros (personal sea cual sea su relación jurídica con el contratista) para cumplir el servicio, se debe 
retener el IVA.

2.- El segundo supuesto, adicionado al anterior, se debe tomar en cuenta que el personal que se ponga a disposición debe 
desempeñar las FUNCIONES del contratante. Por lo anterior, es importante tomar en cuenta la definición de FUNCIONES, 
la cual se detalla a continuación:

Propósito, tarea o actividades particulares que realiza una persona dentro de un sistema de elementos, personas, relaciones, 
etc., con un fin determinado.

Luego entonces, las funciones del contratante son las que refieren particularmente para poder realizar su objeto social, 
por ende, no toda contratación de personal se ubica en los supuestos del artículo analizado, por virtud de que dicha 
contratación se puede hacer con la finalidad de expandir, generar o tratar de generar el ingreso extra por la actividad 
que desarrolla el contratante, es decir, las actividades pueden no suplir las funciones de una empresa, mismas que se 
encuentran establecidas en su objeto social.

No obstante lo anterior, se recomienda que se lleve a cabo un análisis del servicio que se contrate y en caso de cualquier 
duda al respecto se haga la retención establecida en el dispositivo legal analizado, esto derivado de las repercusiones que 
se generarían, como son: no acreditamiento, no deducibilidad, multas por no entero y consecuencias penales por omisión 
de retenciones si la autoridad considera que no se cumplió con lo dispuesto en el artículo de referencia.

Es importante señalar también, que la retención de 6% del IVA dispuesta en la nueva fracción IV al artículo 1o.-A de la 
Ley del IVA, será a partir del 1° de Enero de 2020, requisito indispensable para efectos de poder efectuar la deducción 
correspondiente por los pagos realizados por este concepto, de conformidad con las modificaciones también aprobadas a 
la fracción V del artículo 27 de la Ley del ISR, recordando que los pagos pendientes de servicios del 2019 y pagados en el 
2020 se debe retener el IVA. 

También cabe recalcar, que la RMF 2020 en su artículo Quincuagésimo Transitorio establece que los contribuyentes que 
hayan emitido los CFDI’s antes de la fecha de la entrada en vigor de la Ley, podrán aplicar las disposiciones vigentes en 
2019, siempre que el pago de las contraprestaciones respectivas se realice dentro de los 10 días naturales inmediatos 
posteriores a dicha fecha.

Además, al reformase el artículo 27, fracciones V y VI de la Ley del Impuesto sobre la Renta (LISR), en materia de requisitos 
para las deducciones, se eliminó la obligación que tenía el contratante de obtener del contratista la documentación que 
acreditara el debido cumplimiento de obligaciones fiscales y de seguridad social relacionadas con los trabajadores. Esto 
es, en el dispositivo legal en su fracción V, establece como alternativa recabar copia de los documentos en que conste el 
pago de dichos impuestos por parte de los terceros.

Adicional a lo anterior, cabe señalar también que la ley contempla diferentes tasas para regiones fronterizas; para efectos 
de los artículos Décimo Primero del Decreto a que se refiere este Capítulo y 1-A, fracción IV de la Ley del IVA, las 
personas físicas o morales con actividades empresariales obligadas a efectuar la retención por los servicios a que se 
refiere la fracción anteriormente citada, podrán optar por efectuar dicha retención por el 3% del valor de la contraprestación 
efectivamente pagada.

De manera complementaria, a continuación se enlistan lagunas de las consecuencias relacionadas al incumplimiento de 
esta obligación:
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Consecuencias ADMINISTRATIVAS por el NO entero de retenciones:

No acreditamiento del total del IVA.

1.-Conforme al artículo 5, fracción IV, de la Ley del IVA, es requisito para el acreditamiento del IVA la retención y entero de 
dicho tributo.

No deducible para ISR.

2.-Conforme al artículo 27, fracción V y VI de la Ley del ISR, es requisito para su deducibilidad el retener, enterar el IVA y 
cumplir la obligación en materia de IVA.

Multa

3.-Del 50% al 75% del importe de las retenciones no enteradas. Conforme a los artículos 75, fracción III y 77, fracción III, 
ambos del CFF.
      
Como conclusión, el Auditor debera de tomar en cuenta toda esta informacion al momento de llevar acabo su revision, con 
la finalidad de obtener la seguridad razonable de que la Compañìa y/o el contribuyente esté cumpliendo de manera correcta 
con el entero de las retenciones federales, y en caso contrario, revelar en su informe tal situacion con las repercuciones 
que esto conlleva, asi como realizar las recomendaciones necesarias al cliente, con la finalidd de mitigar este riego ante 
las autoridades ficales. 

Cabe señalar que a la fecha existen contribuyentes que están dando una interpretación ampliada a este concepto y alertan 
a sus proveedores que en todos los servicios se efectuará la Retención del IVA ocasionando desconcierto y conflicto entre 
los prestadores y prestatarios de servicios.

Si bien la autoridad se ha manifestado con criterios normativos, preguntas frecuentes, etc., con la finalidad de aclarar su 
postura; considero que aún no existe una aclaración contundente respecto a este tema, ya que el alcance de esta disposición 
se refiere a los servicios en los que se ponga personal a disposición del Cliente, sin embargo, sí será conveniente una 
mayor precisión por parte de la autoridad fiscal para evitar que existan varias posturas en su implementación.
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Introducción.

El 30 de marzo de 2020, el Consejo de Salubridad General, publicó en el Diario Oficial de la Federación, el: “Acuerdo por el 
que se declara como emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor, a la epidemia de enfermedad generada por el virus 
SARS-CoV2 (COVID-19)”, señalando que la Secretaría de Salud determinará todas las acciones que resulten necesarias 
para atender dicha emergencia.

Al día siguiente, esto es, el 31 de marzo de 2020, el Secretario de Salud, publicó en el Diario Oficial de la Federación, el: 
“Acuerdo por el que se establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus 
SARS-CoV2 (COVID19)”, en el que se establecieron diversas medidas para atender la emergencia sanitaria, entre las que 
se encuentra la suspensión de actividades no esenciales.

Lo anterior llevó de inmediato a empresarios y a sus asesores a cuestionarse si se estaba o no en presencia de la 
declaratoria de “contingencia sanitaria” prevista en el artículo 427, fracción VII, de la Ley Federal del Trabajo y, por tanto, si 
debían suspenderse temporalmente las relaciones de trabajo conforme a lo previsto por dicha fracción en relación con lo 
dispuesto por el diverso numeral 429, fracción IV, de la Ley de marras, o si por el contrario, dicha suspensión debía ser en 
términos del artículo 427, fracción I, en relación con el diverso 430 de la Ley en cita.

El tema no es menor, pues el monto de la indemnización que deberá pagar el patrón a sus trabajadores con motivo de 
la suspensión temporal de las relaciones de trabajo dependerá de la hipótesis que se actualice, esto es, la prevista en la 
fracción I o en la establecida en la diversa VII, ambas fracciones del arábigo 427 de la Ley Federal del Trabajo.

De hecho, definir la situación señalada adquiere mayor relevancia si se toma en cuenta  que las empresas a pesar de 
suspender sus actividades, tendrán que responder con las obligaciones contractuales que hayan adquirido, incluso las 
de carácter fiscal, ante la negativa del Ejecutivo Federal de ejercer la atribución prevista en el artículo 39, fracción I, del 
Código Fiscal de la Federación, consistente en: “Condonar o eximir, total o parcialmente, el pago de contribuciones y sus 
accesorios, autorizar su pago a plazo, diferido o en parcialidades, cuando se haya afectado o trate de impedir que se afecte 
la situación de algún lugar o región del país, una rama de actividad, la producción o venta de productos, o la realización de 
una actividad, así como en casos de catástrofes sufridas por fenómenos meteorológicos, plagas o epidemias”.  

Previo a continuar, conviene hacer dos precisiones para dar mayores herramientas al lector y que forme su propio 
criterio, la primera, que el mismo día 30 de marzo de 2020, se llevó al cabo una rueda de prensa en la que estuvieron 
presentes, entre otros funcionarios, el Secretario de Relaciones Exteriores, Marcelo Ebrard Casaubon, quien mencionó: 
“no esperamos oposición, causas de fuerza mayor, estamos también y mañana Secretaría de Hacienda, Economía pero 
también la Secretaría del Trabajo la protección de los trabajadores, porque no se les puede privar de su salario este mes 
de acuerdo a la ley, que sucedería con quien se oponga o abra o diga a mi no me importa, bueno, pues habrá desde 
sanciones administrativas que te ponen una multa una clausura hasta inclusive si se demuestra que por razón de que 
tu hiciste eso alguien se contagió puedes tener hasta responsabilidades penales (…) para un caso muy extraño (sic)” y 
ante el cuestionamiento realizado por una periodista en el sentido de si las empresas con motivo de la declaratoria de 
emergencia sanitaria pudieran limitar el salario de los trabajadores conforme a “un artículo (sic)” de la Ley Federal del 
Trabajo y entregarles sólo una indemnización, el Secretario de Estado respondió: “según nos explicó la Secretaría del 
Trabajo, Consejero Jurídico (…) esta declaratoria es de emergencia sanitaria por causas de fuerza mayor y en ese caso la 
disposición legal no permite la aplicación del artículo que tu señalas, la empresa que lo intente se va a enfrentar al proceso 
laboral que va a perder, porque la ley es muy clara, además, no les conviene a las empresas, por qué no le conviene, 
porque si lo hicieres qué va a suceder, pues destruyes tu empresa, te quedas sin todo el knowledge, conocimiento, la 
capacidad de tu empresa, es casi como un suicidio, pero la ley nos les permite, no dudo que habrá, quizá, alguna empresa 
que lo intente hacer, pero se va a estrellar con lo que dice la ley…” y, la segunda, que abogados laboralistas al utilizarse 
en el Acuerdo de 30 de marzo de 2020, la oración: “emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor” y no “contingencia 
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sanitaria”, manifestaron su criterio en el sentido de que las empresas se ubicaban en la fracción I del artículo 427 de la 
Ley Federal del Trabajo, más no en la diversa VII, pero que en todo caso las empresas podían buscar acuerdos con sus 
trabajadores y sus sindicatos.

Sin importar los señalamientos que tanto ese día y siguientes ha hecho el Gobierno Federal en el sentido ya señalado y 
de que es correcto que las empresas pueden llegar a acuerdos con sus trabajadores y sindicatos, pues así lo ha sostenido 
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 3/99, con rubro: “CONTRATOS 
Y CONVENIOS COLECTIVOS EN MATERIA DE TRABAJO. PUEDEN MODIFICARSE SIN TENER QUE CUMPLIR EL 
PROCEDIMIENTO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 426 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO”, así como el Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, en la jurisprudencia I.9o.T. J/10, con rubro: “CONTRATO 
COLECTIVO. EN SU REVISIÓN SE PUEDEN REDUCIR PRESTACIONES”; resulta necesario analizar y determinar si la 
declaratoria de emergencia sanitaria en comento actualiza la hipótesis prevista en la fracción I o la contenida en la diversa 
fracción VII del artículo 427 de la Ley Federal del Trabajo, pues independientemente de que no todos los empleadores 
lograrán llegar a un consenso, no debemos soslayar que las autoridades competentes pudieran considerar que lo que se 
pagó durante el lapso de tiempo que duró la suspensión de las relaciones de trabajo, no fue salario, sino la indemnización 
que se señala en alguna de las fracciones en comento y darle consecuencias jurídicas diversas a las consideradas por las 
empresas.

¿Qué hipótesis actualiza la declaratoria de emergencia y la suspensión de actividades declaradas en los Acuerdos 
de 30 y 31 de marzo de 2020? ¿la prevista en la fracción I o la establecida en la diversa VII del artículo 427 de la Ley 
Federal del Trabajo?

A fin de dar respuesta a estas interrogantes, resulta necesario remitirnos en primer lugar, a lo dispuesto por el artículo 427, 
fracciones I y VII, de la Ley Federal del Trabajo, el cual establece lo siguiente:

“Artículo 427. Son causas de suspensión temporal de las relaciones de trabajo en una empresa 
o establecimiento:

I. La fuerza mayor o el caso fortuito no imputable al patrón, o su incapacidad física o mental o 
su muerte, que produzca como consecuencia necesaria, inmediata y directa, la suspensión de 
los trabajos;

(…)

VII. La suspensión de labores o trabajos, que declare la autoridad sanitaria competente, en los 
casos de contingencia sanitaria.”

Del precepto legal transcrito, se desprende que en su fracción I establece que se suspenden temporalmente las relaciones 
de trabajo en una empresa o establecimiento cuando se está en presencia de un caso de fuerza mayor o caso fortuito no 
imputable al patrón que produzca como consecuencia necesaria, inmediata y directa, la suspensión de los trabajos; en 
tanto que en la fracción VII, dispone que dicha suspensión operará cuando la autoridad competente declare la suspensión 
de las labores o trabajos con motivo de una contingencia sanitaria.

Como se puede advertir, en la fracción VII no se prevé que deba haber una declaratoria de contingencia sanitaria como 
algunos lo han sostenido, sino que lo que dispone es que deberá haber una declaratoria de suspensión de labores o 
trabajos con motivo de una contingencia sanitaria, cuestión evidentemente distinta.
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Asimismo, se advierte que en el supuesto de la fracción I lo que suspende los trabajos es la fuerza mayor o el caso 
fortuito no imputable al patrón, en tanto que en la hipótesis prevista en la fracción VII, lo que suspende los trabajos es la 
declaración de la autoridad competente, es decir, un acto administrativo.

Ahora bien, si partimos de la premisa de que la declaración de suspensión de labores o trabajos emitida por la autoridad 
competente con motivo de una contingencia sanitaria, en sí misma constituye un  caso de “fuerza mayor o caso fortuito no 
imputable al patrón”, podemos concluir que la fracción I constituye la norma general para el caso en estudio y la fracción VII 
la norma especial, de manera que no queda en manos del gobernado determinar en qué hipótesis desea ubicarse cuando 
se está en presencia de dicha declaración.

Por otra parte, del análisis que se realiza del “Acuerdo por el que se declara como emergencia sanitaria por causa de 
fuerza mayor, a la epidemia de enfermedad generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19)” y del “Acuerdo por el que se 
establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2 (COVID19)”, 
se advierte que el primer Acuerdo en cita declara como emergencia sanitaria por fuerza mayor, a la epidemia de enfermedad 
generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), así como que la Secretaría de Salud determinará todas las acciones que 
resulten necesarias para atender la emergencia sanitaria; en tanto que el segundo Acuerdo de mérito establece que con 
la finalidad de: “mitigar la dispersión y transmisión del virus SARS-CoV2 en la comunidad, para disminuir la carga de 
enfermedad, sus complicaciones y la muerte por COVID-19 en la población residente en el territorio nacional”, ordena la 
suspensión inmediata y hasta el 30 de abril de 2020, de las actividades no esenciales, señalando cuáles actividades se 
consideran esenciales. 

El hecho de que el Consejo General de Salubridad, haya utilizado la locución “emergencia sanitaria” y no la de “contingencia 
sanitaria”, precisamente fue lo que llevó a los empresarios y a sus asesores a cuestionarse ¿cuál de las hipótesis previstas 
en el artículo 427 de la Ley Federal del Trabajo se actualiza? ¿la de la fracción I o la de la fracción VII?; sin embargo, 
debemos agregar otro elemento, la Secretaría de Salud nunca refirió literalmente que suspendió “labores o trabajos”, sino 
“actividades no esenciales”.

Previo a continuar, resulta de suma importancia precisar que para dilucidar el problema planteado en el presente artículo, 
resulta necesario considerar conjuntamente los Acuerdos en cita, más no de manera aislada, pues no debemos perder de 
vista por una parte, que en el acuerdo segundo del “Acuerdo por el que se declara como emergencia sanitaria por causa 
de fuerza mayor, a la epidemia de enfermedad generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19)”, el Consejo de Salubridad 
General ordenó a la Secretaría de Salud determinar todas las acciones que resulten necesarias para atender la emergencia 
sanitaria, lo que conlleva en sí mismo la obligación de esa Secretaría de emitir un acto administrativo en el que disponga 
tales medidas y, por la otra, que el “Acuerdo por el que se establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia 
sanitaria generada por el virus SARS-CoV2 (COVID19)”, se funda en aquél.

Ahora bien, para determinar los alcances de la expresión “contingencia sanitaria” prevista en la fracción VII del artículo 
427 de la Ley Federal de Trabajo, debemos remitirnos primeramente a la exposición de motivos que dio lugar a la misma:

“C. PRESIDENTE DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
Presente.

(…)

En los últimos diez años, nuestra Población Económicamente Activa se ha incrementado 
prácticamente en diez millones de personas. Si esto lo sumamos al efecto de la crisis 
internacional; a la contingencia sanitaria de 2009, y al cambio en el flujo migratorio entre 
México y Estados Unidos, en el que un menor número de Mexicanos viajan a ese país y un 
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número creciente están regresando a México, tenemos que no sólo hay más competencia por 
los puestos de trabajo, sino que además tuvimos que recuperar más de 700 mil empleos que se 
perdieron durante la parte más dura de la crisis.

(…)

Por las anteriores razones, se considera necesario reformar la Ley Federal del Trabajo, pero 
sin que ello implique abandonar los derechos reconocidos en el artículo 123 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Contenido de la iniciativa.

A luz de las anteriores consideraciones es indispensable dar un impulso decidido a la modificación 
de la Ley Federal del Trabajo. Las propuestas que hoy se presentan a consideración de 
esa Soberanía, recogen los temas y preocupaciones más recurrentes que han manifestado 
trabajadores y patrones.

Resulta insoslayable otorgar una respuesta integral, justa y equilibrada a esta problemática 
para incorporar en la legislación laboral medidas que permitan conciliar por un lado, la efectiva 
protección de los derechos de los trabajadores y, por el otro, el legítimo interés de los patrones 
por encontrar mecanismos que favorezcan la competitividad y productividad de los centros de 
trabajo.
 
Con base en los razonamientos que a continuación se exponen, avanzaremos hacia mejores 
niveles de bienestar. Por tal motivo se propone:

(…)

13. Contar con más y mejores mecanismos que permitan a la autoridad laboral responder de 
manera eficaz y oportuna ante situaciones de contingencias sanitarias, como la vivida en 
nuestro país en el 2009. Las medidas que se proponen consisten en:

Dotar a la autoridad de herramientas, para que pueda reaccionar con mayor contundencia
y eficacia ante las emergencias. 

* Fortalecer la coordinación institucional para proteger la seguridad y salud de los trabajadores.

* Prohibir la utilización del trabajo de menores y mujeres en estado de gestación o lactancia, 
durante las contingencias sanitarias. 

* Fomentar la cultura de la prevención.

* Definir las consecuencias jurídicas que una situación de este tipo puede generar en las 
relaciones de trabajo.

(…)

Con base en lo expuesto, por su digno conducto y con fundamento en el artículo 71, fracción I y 
tercer párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter 
a la consideración de ese Honorable Congreso de la Unión, la siguiente:
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INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICONES 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.

ARTÍCULO ÚNICO. Se REFORMAN los artículos (…) 168 (…) 175 (…) 429, fracciones I y III; 
430 (…) se ADICIONAN los artículos (…) 42 Bis (…) 132, con las fracciones XVI Bis; XIX Bis 
(…) 427, con una fracción VII; 429, con una fracción IV; 432, con un tercer párrafo (…) 512-D 
Ter (…) para quedar como sigue:”

Palacio Nacional, a los treinta y un días del mes de agosto de dos mil doce.

Sufragio Efectivo. No reelección.

El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa (rúbrica)”

“CAMARA DE ORIGEN: Diputados
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
México, D.F. Jueves 18 de marzo de 2010.
2. INICIATIVA DE DIPUTADOS (GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN)
Gaceta No. 2971

(…)

Exposición de Motivos

(…)

La iniciativa que se somete a la consideración de esta Soberanía parte de cinco ejes rectores 
que podemos sintetizar en los siguientes términos:

(…)

5. Fortalecer las facultades normativas, de vigilancia y sancionadoras de las autoridades del 
trabajo, para lo cual se requiere:

(…)

Incorporar derechos y obligaciones de patrones y trabajadores ante contingencias sanitarias.

(…)

La contingencia sanitaria vivida en nuestro país, generada por el virus de la influenza 
humana A (H1N1), puso de manifiesto la necesidad de contar con más y mejores mecanismos 
que permitan a la autoridad laboral responder de manera eficaz y oportuna ante situaciones de 
esa índole.
Lo anterior, hace indispensable que se actualicen disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, 
de modo que la autoridad laboral esté en posibilidad de actuar con toda diligencia y prontitud 
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ante imponderables en materia de salud, que inciden directamente en las relaciones de trabajo, 
bajo el siguiente orden de ideas:

Incluir medidas que permitan a la autoridad reaccionar con mayor contundencia y eficacia
ante dichos escenarios.

Habilitar a la autoridad del trabajo para intervenir, de manera puntual y coordinada con la 
Secretaría de Salud, frente a las medidas que ésta dicte en el ámbito de su competencia y que 
incidan directamente en la salud y seguridad de los trabajadores.

Establecer disposiciones claras que prohíban la utilización del trabajo de menores y mujeres 
en estado de gestación o lactancia, durante el periodo que llegaran a durar las contingencias 
sanitarias.

Definir las consecuencias jurídicas que una situación de este tipo puede generar en las 
relaciones de trabajo.

Estas medidas no sólo permitirán la ágil actuación de la autoridad laboral, sino que brindarán 
certeza jurídica a los factores de la producción y fomentarán la cultura de la prevención.

(…)

Por las razones expuestas y con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos sometemos a la consideración del Honorable 
Congreso de la Unión, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y 
DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se REFORMAN los artículos (…) 168 (…) 175 (…) 429, fracciones I y III; 
430 (…) se ADICIONAN los artículos (…) 42 Bis (…) 132, con las fracciones XVI Bis, XIX Bis 
(…) 427, con una fracción VII; 429, con una fracción IV; 432, con un tercer párrafo; para quedar 
como sigue:”

“DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL A LA INICIATIVA DEL 
EJECUTIVO FEDERAL CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y 
DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 
 
(…)

VALORACION DE LOS TEXTOS NORMATIVOS PROPUESTOS APROBADOS

(…)

Con base en experiencias recientes de gran impacto, la iniciativa regula en el artículo 42 
Bis la suspensión de labores con motivo de una contingencia sanitaria, se ha reformado el 
planteamiento original para mayor claridad, señalando como acto jurídico que detona las 
medidas tomadas por las autoridades competentes en esta materia, a la declaratoria, y en 
caso de que ésta implique una suspensión de labores, el artículo que se comenta remite al 
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429 que establece la forma de proceder con relación al salario. Es claro que se atiende a una 
experiencia recientemente vivida y que evidenció una laguna legal que ahora se integra, por 
lo que esta Soberanía acepta la propuesta en sus términos.  
 
Al considerar la repetición de situaciones similares a la vivida en el año de 2009 se cubren las 
hipótesis jurídicas para proteger la salud de los trabajadores sin menoscabo de la percepción 
del salario de los trabajadores como atinadamente se determina el artículo 429.

(…)

TÍTULO QUINTO BIS. TRABAJO DE LOS MENORES.  
 
La iniciativa contempla reformas y adiciones a artículos que regulan el trabajo de menores de 
edad, el 175 procura los intereses superiores de los menores al proteger su vida, integridad 
física y mental estableciendo una serie de prohibiciones como son el trabajo en lugares 
insalubres, peligrosos, en condiciones que puedan afectar su vida, desarrollo, salud física o 
mental, también lo prohíbe en caso de contingencias sanitarias.

Estas normas protectoras son consistentes con las disposiciones constitucionales e 
internacionales de protección a los derechos de los niñas, niñas y adolescentes, por lo que son 
de aprobarse en sus términos. 
 
La iniciativa del Ejecutivo presenta en este artículo reformas consistentes con otros que tratan 
el mismo tema, la modificación consiste en señalar que la declaratoria de contingencia sanitaria 
se emitirá por las autoridades competentes. De aprobarse constituirán un trascendente avance 
en el reconocimiento, protección y defensa de un grupo de trabajadores, menores de edad que 
constituyen un grupo vulnerable de la sociedad. 

(…)

En lo que se refiere al Capítulo III del Contrato colectivo del trabajo, se acepta en sus términos 
la propuesta de derogar el segundo párrafo del artículo 395, una de las disposiciones más 
polémicas de la ley actual, la denominada cláusula de exclusión, que dispone que en el contrato 
colectivo podrá establecerse que el patrón separará del trabajo a los miembros que renuncien 
o sean expulsados del sindicato contratante. 
 
Del Capítulo que versa sobre la suspensión de las relaciones colectivas, se valoró que dentro 
de las causas que la provocan, se establece aquella suspensión de labores o trabajos que 
declare la autoridad sanitaria competente, en los casos de contingencia sanitaria. Coincidimos 
con el Ejecutivo cuando menciona que se debe contar con más y mejores mecanismos que 
permitan a la autoridad laboral responder de manera eficaz y oportuna ante estas situaciones 
de contingencias sanitarias. La experiencia de México en este rubro no fue grata, tuvo que 
hacernos conscientes una pandemia para reflexionar a fondo sobre este tema.  

(…)

En el caso de que las autoridades sanitarias competentes hubieren determinado la suspensión 
de labores con motivo de una declaratoria de contingencia sanitaria, se faculta a la Secretaría 
del Trabajo y Previsión Social para ordenar las medidas necesarias a fin de evitar afectaciones 
a la salud de los trabajadores, sin perjuicio de la imposición de las sanciones que correspondan 
y del ejercicio de las facultades de otras autoridades.”
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Del análisis de la exposición de motivos transcrita, se advierte que tanto el Ejecutivo Federal como el Legislativo Federal, 
presentaron iniciativas para reformar entre otros artículos, el arábigo 427 de la Ley Federal del Trabajo, para adicionar una 
fracción VII, tomando en cuenta la contingencia sanitaria vivida por nuestro país en el 2009, a raíz del virus de influenza A 
(H1N1).

Por tanto, para determinar qué es lo que deseó expresar el Ejecutivo Federal y el Legislativo Federal con la expresión 
“contingencia sanitaria”, debemos determinar en qué consistió la contingencia sanitaria que vivió el país en 2009.

Pues bien, del examen que se realiza del “Decreto por el que se otorgan beneficios fiscales a los contribuyentes que 
se indican, con motivo de la situación de contingencia sanitaria provocada por el virus de influenza”, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación, el 07 de mayo de 2009, se advierte que el Presidente de la República, Felipe Calderón 
Hinojosa, señaló expresamente que la contingencia sanitaria consistió en la “epidemia de influenza ocasionada por el virus 
denominado A/H1N1, que se presentó a finales de abril de 2009 en nuestro país, principalmente en el Distrito Federal y 
su área metropolitana”, así como que: “provocó la suspensión de actividades en diversos sectores productivos, así 
como una serie de medidas de aislamiento social instrumentadas para prevenir el contagio de la enfermedad, lo 
que tendrá un impacto significativo en la economía nacional”.

Bajo esta tesitura, queda claro que cuando el Ejecutivo Federal y el Legislador Federal hicieron alusión a “contingencia 
sanitaria” en fracción VII del artículo 427 de la Ley Federal del Trabajo (entre otros preceptos legales), se están refiriendo, 
cuando menos, a una epidemia que vivió nuestro país a raíz de un virus, la cual provocó la suspensión de actividades y 
medidas de aislamiento social para prevenir el contagio de la enfermedad, es decir, no emplearon la locución “contingencia 
sanitaria” como en evento fututo, como algo que podía o no ocurrir, sino como algo que sucedió.

Asimismo, queda patente que no es que el Ejecutivo Federal y el Legislador Federal hayan querido hacer una distinción de 
carácter técnico entre contingencia sanitaria y emergencia sanitaria, sino que su única finalidad fue establecer un marco 
jurídico para hacer frentes a las contingencias sanitarias, debiendo comprenderse dentro de este concepto, las epidemias 
causadas por virus que provocan la suspensión de actividades y medidas de aislamiento social para prevenir el contagio 
de la enfermedad.

En consecuencia, si a través del “Acuerdo por el que se declara como emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor, a la 
epidemia de enfermedad generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19)” y del “Acuerdo por el que se establecen acciones 
extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2 (COVID19)”, se declaró una 
emergencia sanitaria con motivo de una epidemia ocasionada por un virus, se suspendieron las actividades no esenciales 
con la finalidad de: “mitigar la dispersión y transmisión del virus SARS-CoV2 en la comunidad, para disminuir la carga 
de enfermedad, sus complicaciones y la muerte por COVID-19 en la población residente en el territorio nacional” y se 
recomendó un aislamiento social, es indudable que estanos en una situación análoga a la que vivió nuestro país en el 2009 
y, por tanto, que actualiza la hipótesis prevista en el artículo 427, fracción VII, de la Ley Federal del Trabajo.

No es óbice para concluir lo anterior, el hecho de que el Consejo de Salubridad General en el “Acuerdo por el que se 
declara como emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor, a la epidemia de enfermedad generada por el virus SARS-
CoV2 (COVID-19)”, haya utilizado la expresión “emergencia sanitaria” y no “contingencia sanitaria”, pues lo cierto y patente 
es, que lo que para el Consejo de Salubridad General es una “emergencia sanitaria”, para el Legislador Federal es una 
“contingencia sanitaria” para efectos del artículo 427, fracción VII, de la Ley Federal del Trabajo, es decir, se está hablando 
del mismo fenómeno. 

Tampoco es obstáculo para la anterior conclusión, que la Secretaría de Salud en el “Acuerdo por el que se establecen 
acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2 (COVID19)”, no haya 
declarado expresamente “la suspensión de labores o trabajos”, toda vez que el sólo hecho de haber ordenado la suspensión 
de actividades lleva implícitamente la suspensión de labores o trabajos.
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Por tanto, hasta lo aquí expuesto, podemos afirmar que la declaración de “emergencia sanitaria” y la suspensión de 
actividades no esenciales declaradas en el “Acuerdo por el que se declara como emergencia sanitaria por causa de fuerza 
mayor, a la epidemia de enfermedad generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19)” y  en el “Acuerdo por el que se 
establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2 (COVID19)”, 
sí actualizan la hipótesis prevista en la fracción VII del artículo 427 de la Ley Federal del Trabajo.

No obstante lo anterior, existen más argumentos que sustentan la conclusión apuntada, los cuales se exponen a continuación.

Del examen que se realiza de la definición de las palabras contingencia, emergencia y peligro, podemos afirmar que la 
palabra emergencia abarca a la de contingencia.

Para corroborar lo anterior, basta con remitirnos al Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, que define 
contingencia, emergencia y peligro en los términos siguientes:

Contingencia 

Del lat. contingentia

1. f. Posibilidad de que algo suceda o no suceda.

2. f. Cosa que puede suceder o no suceder.

3. f. riesgo.

Emergencia 

Der. del lat. emergens, -entis ‘emergente’.

1. f. Acción y efecto de emerger.

2. f. Suceso, accidente que sobreviene.

3. f. Situación de peligro o desastre que requiere una acción inmediata.

4. f. Guat., P. Rico, R. Dom. y Ven. urgencias (‖ sección de los hospitales).

5. f. Guat., P. Rico, R. Dom. y Ven. Atención médica que se recibe en la emergencia de un hospital.

6. f. P. Rico y R. Dom. freno de mano.

Peligro.

Del. lat. periculum

1. m. Riesgo o contingencia inminente de que suceda algún mal.

2. m. Lugar, paso, obstáculo o situación en que aumenta la inminencia del daño.
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Por tanto, podemos afirmar que la contingencia y la emergencia no son dos cosas propiamente distintas, así como que 
la palabra emergencia abarca o contiene a la de contingencia, ya que la contingencia es un riesgo, la emergencia es una 
situación de peligro que requiere de una acción inmediata y el peligro es un riesgo o contingencia inminente de que algo 
suceda. 

A mayor abundamiento, del análisis de la Ley General de Salud y del Reglamento Interior del Consejo de Salubridad 
General, se advierte que en ningún precepto jurídico se contiene la palabra “contingencia”, menos “contingencia sanitaria” 
y, por el contrario, en el artículo 356 de la Ley de mérito, se hace referencia a “emergencia sanitaria”, en tanto que en el 
diverso ordinal 9, fracción XVII, del Reglamento de marras, se hace alusión a la declaración de emergencia en los casos 
de enfermedades graves.

Por consiguiente, si interpretamos sistemáticamente las disposiciones contenidas en la Ley Federal del Trabajo, la Ley 
General de Salud y el Reglamento Interior del Consejo de Salubridad General, podemos concluir que la “emergencia 
sanitaria” declarada mediante el: “Acuerdo por el que se declara como emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor, a 
la epidemia de enfermedad generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19)” y la suspensión de actividades no esenciales 
declarada a través del: “Acuerdo por el que se establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria 
generada por el virus SARS-CoV2 (COVID19)”, no es otra cosa que la declaración de suspensión de labores o trabajos con 
motivo de contingencia sanitaria a que refiere el artículo 427, fracción VII, de la Ley Federal del Trabajo.

No es óbice para lo anterior, el hecho de que la declaración de emergencia sanitaria (contingencia sanitaria) y la suspensión 
de actividades no esenciales (suspensión de labores o trabajaos) se contenga en dos acuerdos de carácter general, toda 
vez que en primer lugar, el legislador federal no exige en el arábigo 427, fracción VII, de la Ley Federal del Trabajo, que 
dicha declaración se contenga en un solo acto administrativo y, en segundo término, se insiste, debemos considerar 
conjuntamente los Acuerdos en cita, más no de manera aislada, pues por una parte, en el acuerdo segundo del “Acuerdo 
por el que se declara como emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor, a la epidemia de enfermedad generada por 
el virus SARS-CoV2 (COVID-19)”, el Consejo de Salubridad General ordenó a la Secretaría de Salud determinar todas 
las acciones que resulten necesarias para atender la emergencia sanitaria, lo que conlleva en sí mismo la obligación de 
esa Secretaría de emitir un acto administrativo en el que disponga tales medidas y, por la otra, el “Acuerdo por el que se 
establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2 (COVID19)”, 
se funda en aquél.

Finalmente, no debemos soslayar que los Acuerdos de marras constituyen actos administrativos que deben reunir los 
requisitos previstos en los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 3, fracciones I y 
VII, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, esto es, que deben ser expedidos por autoridad competente y 
estar debidamente fundados y motivados, por lo que si no interpretáramos la norma jurídica en los términos apuntados 
y exigiéramos que para que se actualice la hipótesis prevista en la fracción VII del artículo 427 de la Ley Federal del 
Trabajo, en la declaración de suspensión de labores o trabajos decretada por la autoridad competente debe señalarse 
literalmente que ello atiende a una “contingencia sanitaria”, llegaríamos a un absurdo, consistente en que no existiría 
autoridad competente en este país para emitir dicha declaratoria, dado que no hay precepto legal que reglamente lo relativo 
a la “contingencia sanitaria”, ni que señale una autoridad competente para declararla; lo cual desde mi punto de vista no es 
admisible, al ser de explorado derecho que la interpretación de las normas jurídicas no deben interpretarse de tal manera 
que creen lagunas, ambigüedades o contradicciones.

En las relatadas consideraciones, se concluye que la declaración de “emergencia sanitaria” y la suspensión de actividades 
no esenciales declaradas mediante el: “Acuerdo por el que se declara como emergencia sanitaria por causa de fuerza 
mayor, a la epidemia de enfermedad generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19)” y el acuerdo: “Acuerdo por el que se 
establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2 (COVID19)”, 
constituyen la declaración de suspensión de labores o trabajos con motivo de una contingencia sanitaria prevista en el 
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artículo 427, fracción VII, de la Ley Federal del Trabajo; toda vez que: a) el Ejecutivo Federal y el Legislador Federal al 
presentar sus iniciativas de ley para adicionar la fracción VII al artículo 427 de la Ley Federal del Trabajo, emplearon el 
concepto de “contingencia sanitaria” tomando como referencia la epidemia que vivió nuestro país en 2009 a raíz del virus 
de influenza A (H1N1), misma que provocó la suspensión de actividades y medidas de aislamiento social para prevenir el 
contagio de la enfermedad: b) la palabra emergencia abarca o contiene a la de contingencia y, c) Ley General de Salud 
y el Reglamento Interior del Consejo General de Salud, en ninguno de sus preceptos jurídico hacen alusión a la palabra 
“contingencia”, menos a “contingencia sanitaria” y, por el contrario, en el artículo 356 de la Ley de mérito, se hace referencia 
a “emergencia sanitaria”, en tanto que en el diverso ordinal 9 del Reglamento de marras, se hace alusión a la declaración 
de emergencia en los casos de enfermedades graves. 

¿Cuál hipótesis es más benéfica para las empresas? ¿la prevista en la fracción I o la contenida en la fracción VII 
del artículo 427 de la Ley Federal del Trabajo? 

No obstante la conclusión señalada previamente, es importante abordar la interrogante en cita, no sólo porque existe 
controversia en la opinión pública en torno al tema, sino porque habrá quienes no estén de acuerdo con la conclusión 
señalada en el apartado precedente. 

A consideración del suscrito, la hipótesis prevista en la fracción VII del artículo 427 de la Ley Federal del Trabajo, no 
necesariamente es más benéfica para las empresas, ni la fracción I es más benéfica para los trabajadores.

Para clarificar lo anterior, resulta necesario hacer un análisis de lo dispuesto por los artículos 429, fracción IV y 430 de la 
Ley Federal del Trabajo, los cuales, para una mejor comprensión del asunto se transcribe:

“Artículo 429. En los casos señalados en el artículo 427, se observarán las normas siguientes:

(…)

IV. Si se trata de la fracción VII, el patrón no requerirá aprobación o autorización del Tribunal y 
estará obligado a pagar a sus trabajadores una indemnización equivalente a un día de salario 
mínimo general vigente, por cada día que dure la suspensión, sin que pueda exceder de un 
mes.”

“Artículo 430. El Tribunal, con excepción de los casos a que se refiere la fracción VII del artículo 
427, al sancionar o autorizar la suspensión, fijará la indemnización que deba pagarse a los 
trabajadores, tomando en consideración, entre otras circunstancias, el tiempo probable de 
suspensión de los trabajos y la posibilidad de que encuentren nueva ocupación, sin que pueda 
exceder del importe de un mes de salario.”

Del primer numera transcrito, se desprende que el legislador federal estableció que cuando se esté en la hipótesis de la 
fracción VII del artículo 427 de la Ley Federal del Trabajo, el patrón deberá pagar a sus trabajadores una indemnización 
equivalente a un día de salario mínimo general vigente, por cada día que dure la suspensión, sin que pueda exceder de 
un mes.

Debemos tener especial cuidado con la expresión “sin que pueda exceder de un mes”, pues habrá quienes la interpretan en 
el sentido de que lo que no debe de exceder de un mes es el pago de la indemnización; sin embargo, a consideración del 
suscrito, lo que no debe exceder de un  mes es la suspensión de la relación temporal de las relaciones de trabajo, lo que 
significa que pasado ese mes, sin importar que la empresa pueda tener suspendidas sus actividades (cerrada), la relación 
laboral se reestablecerá y el patrón deberá continuar pagando su salario a sus trabajadores.
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No es óbice para lo anterior, el hecho de que no exista disposición legal que establezca que pasado un mes el patrón 
deberá pagar los salarios de los trabajadores, ya que no debemos pasar por alto que lo que suspendió el pago de los 
salarios fue la suspensión de la relación laboral, es decir, la suspensión del pago es accesorio de la suspensión de la 
relación laboral, de manera que al dejar de existir la suspensión de dicha relación, lo accesorio debe seguir la suerte de lo 
principal y, por tanto, el patrón deberá seguir pagando salarios a sus trabajadores aún y cuando pudiera seguir obligado a 
suspender sus actividades en virtud de un acto administrativo, como son los Acuerdos multicitados.

Es importante destacar que en la exposición de motivos de la reforma al artículo 427 de la Ley Federal del Trabajo, no 
existe ninguna referencia que de claridad a si la expresión “sin que pueda exceder de un mes”, está referida al monto 
de la indemnización o al tiempo que puede durar la suspensión, por lo que para interpretar dicho precepto legal habrá 
que remitirse al artículo 18 de la Ley Federal del Trabajo, el cual establece expresamente que en caso de duda en la 
interpretación de las normas de trabajo, prevalecerá la más favorable al trabajador.

Por tanto, si las autoridades sanitarias han mencionado en medios de comunicación que lo peor de la emergencia sanitaria 
está por venir en abril y mayo de 2020, es probable que la suspensión de actividades no esenciales se prolongue por más 
de un mes, por lo que habría que preguntarse ¿la hipótesis prevista en la fracción VII del artículo 427 de la Ley Federal del 
Trabajo, realmente es la más benéfica para las empresas?

Continuando con el análisis de los preceptos legales transcritos, en el artículo 430 se establece que salvo los casos a que 
se refiere la fracción VII del diverso numeral 427, el Tribunal al sancionar o autorizar la suspensión, fijará la indemnización 
que el patrón debe pagar a los trabajadores sin que pueda exceder del importe de un mes de salario.

Por consiguiente, si fuera el caso de que la suspensión temporal de la relación laboral durara más de un mes, como quedó 
señalado, el patrón sólo estaría obligado a pagar una indemnización a sus trabajadores que no excederá del importe de un 
mes de salario, por lo que cabe hacer la siguiente pregunta ¿la hipótesis prevista en la fracción I del arábigo 427 de la Ley 
Federal del Trabajo, es la más perjudicial para las empresas?

Dejo al lector formar su propia opinión respecto a ambas preguntas.

¿La indemnización que se pague a los trabajadores está sujeta o exenta del pago del impuesto sobre la renta?

Sin importar el criterio de interpretación que adopten las empresas, lo cierto es que el patrón terminará pagando una 
indemnización a los trabajadores, por lo que resulta necesario determinar si la misma estaría sujeta o exenta del pago del 
impuesta sobre la renta.

Para responder a la pregunta anterior, resulta necesario remitirnos a lo dispuesto por los artículos 93, fracciones III y IX y 
94 de la Ley de la materia, los cuales disponen lo siguiente:

“Artículo 93. No se pagará el impuesto sobre la renta por la obtención de los siguientes ingresos:

(…)

III. Las indemnizaciones por riesgos de trabajo o enfermedades, que se concedan de acuerdo 
con las leyes, por contratos colectivos de trabajo o por contratos Ley.

(…)
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IX. La previsión social a que se refiere la fracción anterior es la establecida en el artículo 7, 
quinto párrafo de esta Ley.”

“Artículo 94. Se consideran ingresos por la prestación de un servicio personal subordinado, 
los salarios y demás prestaciones que deriven de una relación laboral, incluyendo la 
participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas y las prestaciones percibidas 
como consecuencia de la terminación de la relación laboral. Para los efectos de este impuesto, 
se asimilan a estos ingresos los siguientes:”

Por cuestión de técnica, analicemos primero el artículo 94 transcrito, el cual establece que se consideran ingresos por la 
prestación de un servicio personal subordinado, los salarios y demás prestaciones que deriven de una relación laboral.

En el caso concreto, tanto la indemnización prevista en el artículo 429, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, como 
la establecida en el ordinal 430 de la Ley de mérito, si bien no son salario, sí constituyen prestaciones que derivan de la 
relación laboral.

En efecto, si bien es cierto que la relación laboral está suspendida, sin embargo, lo cierto es que la indemnización se otorga 
en virtud de la relación laboral existente. La relación laboral sí existe, sólo está suspendida.

Lo anterior nos podría llevar a la conclusión de que la indemnización de marras sí está gravada para efectos del impuesto 
sobre la renta; sin embargo, primero debemos determinar si dicho concepto no está previsto como exento de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 93 de la Ley de la materia.

Del artículo 93, fracción III, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, se desprende que no se pagará el gravamen por las 
indemnizaciones por riesgos de trabajo o enfermedades, que se concedan al trabajador de acuerdo con las leyes, por 
contratos colectivos de trabajo o por contratos Ley, por lo que, a consideración del suscrito, ninguna de las indemnizaciones 
previstas en las fracciones I y VII del artículo 427 de la Ley Federal del Trabajo, encuadra en la hipótesis de exención 
establecida en la fracción III  de marras, toda vez que no se otorgan en virtud de un riesgo de trabajo o enfermedad conforme 
a la Ley Federal del Trabajo, a contratos colectivos de trabajo o por contratos Ley, sino con motivo de la suspensión 
temporal de las relaciones de trabajo al haberse suspendido los trabajos.

Finalmente, del examen que se realiza del artículo 93, fracción IX, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, se desprende 
que no se pagará el impuesto sobre la renta por los ingresos que se consideren previsión social en términos del arábigo 7 
de la propia Ley.

Ahora bien, del análisis que se realiza del artículo 7 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, se advierte que establece, en 
lo que interesa, que: “Para los efectos de esta ley, se considera previsión social las erogaciones efectuadas que tengan por 
objeto satisfacer contingencias o necesidades presentes o futuras (…) tendientes a su superación física, social, económica 
o cultural, que les permitan el mejoramiento en su calidad de vida y en la de su familia…”.

Si analizamos las indemnizaciones previstas en los artículos 429, fracción IV y 430 de la Ley Federal del Trabajo, podríamos 
afirmar en sentido amplio, que constituyen erogaciones efectuadas para satisfacer una contingencia presente, así como 
que tienden a la superación económica y al mejoramiento de la calidad de vida de los trabajadores y de su familia; sin 
embargo, cabe hacer la pregunta ¿eso las convierte en previsión social?

Para responder a la interrogante anterior, resulta útil remitirnos a lo señalado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en la ejecutoria que dio lugar a la jurisprudencia P./J. 128/2006, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, de noviembre de 2006, página 7:
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“Es evidente que los gastos de previsión social, cuando efectivamente son realizados como tales, es decir, cuando no 
son simulados -de ahí la importancia que guarda el que, en cada caso, se verifique que efectivamente se trata de una 
compensación cubierta a favor del trabajador por sus servicios-, no se efectúan como un desembolso de carácter personal, 
sea que se aprecie su causa, su intención o su efecto, toda vez que se trata de una erogación vinculada con la prestación 
de un servicio personal subordinado. 

Así pues se pone de manifiesto que no se trata de un donativo o de un dispendio injustificado, sino de una disposición de los 
recursos de la empresa, efectuada como auténtica compensación por servicios personales prestados al empleador.

Por último, no debe olvidarse que la previsión social no es una prestación adicional al salario pactado, sino que forma 
parte de éste, el cual es deducible en términos de la ley en cuestión. Al respecto, establece el artículo 84 de la Ley Federal 
del Trabajo:

“Artículo 84. El salario se integra con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria, 
gratificaciones, percepciones, habitación, primas, comisiones, prestaciones en especie y 
cualquiera otra cantidad o prestación que se entregue al trabajador por su trabajo.”

De la transcripción anterior, se desprende que el Pleno del más Alto Tribunal del país estableció el criterio de que la 
previsión social se otorga como una compensación por servicios personales prestados al empleador, así como que forma 
parte del salario del trabajador de conformidad con lo dispuesto por el artículo 84 de la Ley Federal del Trabajo.

Por consiguiente y atendiendo al criterio señalado, debemos concluir que las indemnizaciones previstas en los artículos 
429, fracción IV y 430 de la Ley Federal del Trabajo, no son previsión social, pues además de que no se entregan con 
motivo de servicios personales prestados al empleador, no forman parte del salario.

Bajo esa tesitura, si las indemnizaciones de marras no actualizan las hipótesis previstas en el artículo 93, fracciones III y 
IX, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, debemos concluir que sí están afectas al pago del impuesto sobre la renta en 
términos del diverso numeral 94 de la propia Ley.

En todo caso corresponderá al lector del presente artículo sacar sus propias conclusiones en torno a las preguntas 
formuladas en el mismo.
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ANTECEDENTES

La evolución que ha experimentado el sistema financiero a nivel mundial ha contribuido a que las empresas multinacionales 
puedan financiar sus operaciones transfronterizas de forma eficiente, optimizando los recursos propios y ajenos que 
destinan a su actividad empresarial.

Por ello, el sistema impositivo nacional tuvo que experimentar una evolución similar y en la iniciativa presentada por el 
Ejecutivo Federal, el 08 de septiembre de 2019, se propusieron distintas reformas, con el objetivo de adoptar algunas de 
las recomendaciones realizadas por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), debido a 
que se seguía legislando desde una perspectiva nacionalista.

El 30 de octubre de 2019 quedó aprobada dicha iniciativa aplicable al ejercicio de 2020 por parte Congreso de la Unión, 
publicada en el DOF del 9 de diciembre pasado, en la cual se incluye una limitación a la deducción de los intereses 
devengados que excedan de $20´000,000.00 y que deriven de deudas que obtengan las personas morales y establecimientos 
permanentes de residentes en el extranjero que pertenezcan a un mismo grupo o que sean partes relacionadas. 

Lo anterior, tiene como objeto adoptar la recomendación realizada por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE), dentro del Reporte Final BEPS (Base Erosion and Profit Shifting), (Erosión de la Base y Traslado de 
Utilidades) en específico la Acción 4 titulada: “Limitar la erosión de la base imponible por vía de deducciones en el interés 
y otros pagos financieros”; que consiste en combatir las prácticas detectadas por parte de diversos grupos multinacionales 
para erosionar la base gravable del Impuesto sobre la Renta (ISR) a través de estructuras de financiamiento que generaban 
deducciones por concepto de intereses y otros pagos financieros.

Los riesgos de erosión de la base imponible y de traslado de beneficios por parte de grupos multinacionales en esta área 
surgen en tres escenarios básicos: 

1.	 El grupo concentra un elevado nivel de deuda con entidades independientes en países de elevada tributación. 
2.	 El grupo utiliza préstamos intragrupo para generar deducciones por intereses superiores a los gastos efectivamente 

incurridos por pago de intereses a terceros. 
3.	 El grupo utiliza financiación obtenida de empresas del grupo o a entidades independientes para generar rentas no 

sometidas a gravamen.

Para hacer frente a estos riesgos, la Acción 4 del Plan de acción contra la erosión de la base imponible y el traslado de 
beneficios instó a formular recomendaciones con relación a las mejores prácticas en el diseño de normas para impedir la 
erosión de las bases imponibles y el traslado de beneficios mediante la excesiva deducción de intereses.

El enfoque recomendado se fundamenta en una norma de ratio fijo que limita las deducciones netas de una entidad, 
en concepto de intereses y otros pagos económicamente equivalentes a intereses, a un porcentaje determinado de sus 
beneficios antes de intereses, impuestos, depreciaciones y amortizaciones (EBITDA, por sus siglas en inglés). Este criterio 
debería aplicarse, como mínimo, a las entidades que formen parte de grupos multinacionales. A fin de garantizar que 
los países aplican un ratio fijo que sea lo suficientemente bajo para prevenir BEPS, reconociendo al mismo tiempo que 
partiendo de que no todos los países se encuentran en la misma situación, el enfoque recomendado incluye una horquilla 
de posibles ratios de entre el 10% y el 30%, al tiempo que se apunta a una serie de factores que los país han de tener en 
cuenta a la hora de establecer el ratio fijo aplicable con referencia a dicha horquilla. Este enfoque puede complementarse 
con una norma de ratio global del grupo que permite a una entidad exceder dicho límite en determinadas circunstancias.

Por lo cual dicho enfoque afectará principalmente a entidades con un elevado nivel de gasto neto por intereses y con un 
alto coeficiente de gasto financiero neto frente a beneficios antes de intereses, impuestos, depreciaciones y amortizaciones 
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(EBITDA), y en particular cuando la entidad en cuestión registre un ratio superior al ratio global del grupo del que forma 
parte.

ANÁLISIS DE LA DISPOSICIÓN FISCAL

A consecuencia de la recomendación contenida en la Acción 4 del Proyecto BEPS, se incorpora al artículo 28 de la LISR, la 
fracción XXXII, en la cual se establece una nueva limitante en la deducción de los intereses, (no olvidemos la capitalización 
delgada), mediante la cual se considerarán como gastos no deducibles, los intereses netos del ejercicio que excedan del 
monto que resulte de multiplicar la utilidad fiscal ajustada por el 30%. 

La limitante es aplicable a los contribuyentes personas morales del Título II y establecimientos permanentes de residentes 
en el extranjero que pertenezcan a un mismo grupo o que sean partes relacionadas, cuyos intereses devengados durante 
el ejercicio excedan de $20’000,000 excepto cuando:

a) El monto de los intereses acumulados sea igual o superior al monto de los intereses devengados.
b) Los intereses deriven de deudas contratadas para financiar obras de infraestructura pública y/o construcciones, 
adquisición de terrenos; ubicados en territorio nacional; proyectos para la exploración, extracción, almacenamiento o 
distribución de petróleo y de los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, entre otros.
c) Sean empresas productivas del Estado ni a las integrantes del sistema financiero.
d) Los intereses no deducibles determinados de conformidad con la fracción XXVII del mismo artículo 28 de la Ley del 
Impuesto Sobre la Renta, sean superiores al monto de los intereses netos no deducibles del ejercicio.

Para tales efectos y de conformidad al último párrafo del artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta se considera 
grupo, el conjunto de sociedades cuyas acciones con derecho a voto representativas del capital social sean propiedad 
directa o indirecta de las mismas personas en por lo menos el 51%. Para estos efectos, no se computarán las acciones 
que se consideran colocadas entre el gran público inversionista de conformidad con las reglas que al efecto expida el 
Servicio de Administración Tributaria, siempre que dichas acciones hayan sido efectivamente ofrecidas y colocadas entre 
el gran público inversionista. No se consideran colocadas entre el gran público inversionista las acciones que hubiesen sido 
recompradas por el emisor.

Es importante mencionar, que los ingresos que deriven de las actividades previamente señaladas se tendrán que disminuir 
de la utilidad fiscal ajustada, calculada en términos de la fracción XXXII del artículo 28 de la LISR. 

Ahora bien, para determinar el monto de los intereses no deducibles, o en su caso diferidos, se debe determinar el monto 
de los intereses netos y la utilidad fiscal ajustada como a continuación se indica:

	 A. Cálculo de los intereses netos:
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	 B.Cálculo de la utilidad neta ajustada:

La disposición aclara que la utilidad fiscal ajustada será determinada, aun cuando no se obtenga una utilidad fiscal o se 
genere una pérdida fiscal. En el caso de que se genere una pérdida fiscal, se restará del monto de la misma los conceptos 
señalados para determinar la utilidad fiscal ajustada. 
Cuando el monto de la utilidad fiscal ajustada resulte en cero o en un número negativo, serán no deducibles la totalidad de 
los intereses a cargo del contribuyente, salvo por el monto señalado en el segundo párrafo de la fracción XXXII del artículo 
28 de la LISR, es decir hasta los $20´000,000.00

Una vez que sea calculado el monto de los intereses netos del ejercicio y la utilidad fiscal ajustada, se deberá de 
determinar y aplicar el límite de intereses a deducir.

El monto de los intereses no deducibles se determinará conforme a la limitante de la deducción de intereses como sigue:

CONSIDERACIONES FINALES.

El importe determinado de los intereses netos no deducibles podrán deducirlos durante los diez ejercicios siguientes 
hasta agotarlos, en caso de no hacerlo terminado dicho plazo o que no se deduzcan en un ejercicio posterior, teniendo la 
oportunidad de hacerlo, serán no deducibles; así mismo los intereses netos pendientes de disminuir tendrán que sumarse 
a los intereses netos del siguiente ejercicio, actualizándose considerando el factor que se utiliza para el caso de las 
pérdidas fiscales y la cantidad resultante deberá cumplir con las mismas reglas aplicables a los intereses netos diferidos o 
pendientes de deducir. 
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Se considera que los primeros intereses por deducir son los correspondientes a los ejercicios anteriores. Se aplicarán las 
mismas reglas señaladas en el artículo 57 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, salvo que se señale expresamente algo 
distinto. 

El total de los intereses devengados durante el ejercicio que deriven de deudas del contribuyente sólo incluye los montos 
deducibles de conformidad con la LISR. En el mismo sentido, el total de ingresos por intereses acumulados sólo incluye los 
montos que se encuentren gravados durante el mismo ejercicio en términos de esa ley. 

Es importante destacar que los ingresos por intereses que tengan fuente extranjera, sólo se incluirán en la misma proporción 
en que deba pagarse el ISR, después de disminuir el impuesto extranjero acreditado en términos del artículo 5 de la 
LISR. Para estos efectos, se aclara que los ingresos acumulados y erogaciones deducibles para efectos de determinar el 
impuesto establecido en los artículos 176 y 177 de la LISR, no se encuentran comprendidos dentro del cálculo. 

Para efectos de esta nueva fracción, las ganancias o pérdidas cambiarias devengadas por la fluctuación de moneda 
extranjera no tendrán el tratamiento de intereses, salvo que deriven de un instrumento cuyo rendimiento sea considerado 
interés. Tampoco se considerará como tal, a las contraprestaciones por aceptación de un aval, salvo que se relacionen con 
un instrumento cuyo rendimiento sea considerado interés. 

Finalmente, debemos esperar se publique las reglas de carácter general por parte de la autoridad y se precise algunos 
conceptos que pudieran generar dudas como lo es el umbral de los $20´000,000.00 que se reparte entre las empresas 
del grupo o partes relacionadas, el acreditamiento del Impuesto al Valor Agregado, la determinación de la Cufin al fin del 
ejercicio, entre otras. 
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La Condonación es una Institución de origen civil y de remisión de deuda que en materia tributaria se encuentra regulada 
por diversos artículos 39 fracción I, último párrafo, 74 y 146-B del Código Fiscal de la Federación, que se refiere a la remisión 
o perdón de deuda en uso de la potestad tributaria, en materia de impuestos, recargos, multas que se autodeterminen por 
el propio contribuyente o que la autoridad fiscal determine mediante el ejercicio de facultades de comprobación o mediante 
determinación de resolución definitiva de un crédito fiscal.

Esto es, la condonación es un beneficio o gracia otorgado a los contribuyentes para extinguir la obligación de pago de 
adeudos fiscales por conceptos como impuesto, recargos, multas, que tienen un tratamiento específico conforme al régimen 
fiscal que establezca el legislador; lo que pone bajo este contexto, que se trata de una renuncia al cobro concedido por el 
Estado, como detentador de la potestad tributaria, a través de un acto voluntario, esencialmente unilateral, excepcional y 
discrecional.1

En este mismo orden de ideas, el artículo 39, fracción I, y último párrafo, del Código Fiscal de la Federación, establece la 
atribución legal potestativa que el Ejecutivo Federal, mediante resoluciones de carácter general podrá condonar o eximir, 
total o parcialmente, el pago de contribuciones y sus accesorios, autorizar su pago a plazo, diferido o en parcialidades, 
cuando se haya afectado o trate de impedir que se afecte la situación de algún lugar o región del país, una rama de 
actividad, la producción o venta de productos, o la realización de una actividad, así como en casos de catástrofes sufridas 
por fenómenos meteorológicos, plagas o epidemias.

En esta misma tesitura, la interpretación sistemática y exegética del artículo 39 fracción I, del Código Fiscal de la 
Federación, atendiendo a la voluntad del legislador, el cual otorga al contribuyente, que mediante resoluciones de carácter 
general, cuando se haya afectado o se trate de afectar la situación de un lugar o región de país, o rama de actividad, la 
producción o venta de productos o la realización de actividades, así como en caso de catástrofes sufridas por fenómenos 
meteorológicos, plagas o epidemias, el Ejecutivo Federal debe aplicar de manera motivada cualquiera de los instrumentos 
tributarios consistentes en condonar o eximir total o parcialmente el pago de contribuciones y sus accesorios, autorizar su 
pago a plazo, diferido o en parcialidades2. 

1  VIII-P-SS-21. CONDONACIÓN DE MULTAS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 74 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y LA REGLA 2.17.8 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015. 
CONSTITUYE UN BENEFICIO OTORGADO VOLUNTARIAMENTE POR EL LEGISLADOR, POR LO QUE LA AUTORIDAD ESTÁ FACULTADA PARA FIJAR UN PLAZO PERENTORIO PARA CUBRIR LAS 
CONTRIBUCIONES Y LA CANTIDAD DE LA MULTA QUE NO HAYA SIDO CONDONADA.- R.T.F.J.A. Octava Época. Año I. No. 4. Noviembre 2016. p. 132.
2   Tesis: P./J. 29/2002 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Novena Época 186657 Pleno, Tomo XVI, Julio de 2002 Pag. 649 Jurisprudencia(Constitucional) BENEFICIOS FISCALES. EL 
EJERCICIO DE LA FACULTAD QUE OTORGA AL EJECUTIVO FEDERAL EL ARTÍCULO 39, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, DEBE MOTIVARSE DEBIDAMENTE.
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De conformidad a derecho, al utilizarse el término el Ejecutivo Federal “podrá” se refiere al hecho de “tener expedita la 
facultad potestativa de aplicar cualquiera de las soluciones que establece en artículo 39 fracción I y último párrafo, del 
Código Fiscal de la Federación, antes referido, conforme a la voz “poder” consultable en la página mil cuarenta y dos del 
diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, y no debe de entenderse como que otorga facultad discrecional 
al Ejecutivo Federal de conceder o no la oportunidad a los contribuyentes de aplicar cualquiera de los beneficios fiscales, 
sino como un deber jurídico de acatar lo preceptuado en el numeral en comento3. 

A mayor abundamiento, al interpretar en contexto el artículo 39 fracción I del Código Fiscal de la Federación, en el ámbito 
legislativo el verbo “podrá” no necesariamente tiene el significado de discrecionalidad, sino que en ocasiones se utiliza en 
el sentido de “obligatoriedad”, pues en tal hipótesis se entiende como un deber jurídico de motivar o razonar que medida de 
la contenida en el precepto antes referido, resulta la más idónea y razonable en su instrumentación por el Ejecutivo Federal 
ante fenómenos meteorológicos, plagas o epidemias frente a  la afectación a la rama económica, región o Industria.

En el caso de condonación de multas pendientes de pago, siempre que se cumpla con los requisitos previstos en el artículo 
74 del Código Fiscal de la Federación  tal numeral, por tanto, el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, interpretó que 
si a través de la citada Regla 2.17.12, vigente, establece el procedimiento para determinar el porcentaje de condonación 
solicitada por el contribuyente, así como los requisitos y los supuestos para determinar dicho porcentaje y, la forma y plazos 
para el pago de la parte no condonada, resulta legal que la autoridad fiscal en la resolución administrativa que al respecto 
emita, fije un plazo perentorio para el pago de la cantidad de la multa que no haya sido condonada, así como respecto del 
monto de las contribuciones omitidas y sus accesorios.

Es de explorado derecho, que la condonación, no realiza un acto de privación ni de molestia respecto de derechos del 
contribuyente, sino que sólo determina su situación de hecho frente a una petición formulada a la autoridad respecto de un 
crédito fiscal que el contribuyente ya conoce, en virtud de que fue determinado en forma líquida a su cargo, ya sea auto-
determinado por él, o, por una autoridad fiscal, respecto del cual el propio contribuyente tuvo la oportunidad de ejercer 
dentro del término legal los medios de defensa procedentes; y de que la condonación de accesorios de contribuciones, 
no es un derecho que sea susceptible de exigirse de manera obligatoria, sino un beneficio concedido por el legislador y 
calificado por la autoridad fiscal consistente en la remisión parcial o total del crédito fiscal determinado al contribuyente.

La condonación de la deuda tributaria y del crédito fiscal tiene efectos liberatorios por el importe condonado, que tiene 
como justificación de origen, los criterios de política fiscal y legislativa; finalmente un fin máximo de justicia tributaria 
material cuando el sujeto pasivo de la relación jurídico tributaria demuestra una capacidad económica-tributaria disminuida.

En este sentido, debemos referirnos a la tercera figura de condonación que establece el artículo 146-B del Código Fiscal 
de la Federación,  en el supuesto de que el contribuyente se encuentre sujeto a un procedimiento de concurso mercantil, 
las autoridades fiscales podrán condonar parcialmente los créditos fiscales relativos a contribuciones que debieron pagarse 
con anterioridad a la fecha en que se inicie el procedimiento de concurso mercantil y siempre que el comerciante haya 
celebrado convenio con sus acreedores, conforme a los requisitos y supuestos jurídicos que establece la norma en análisis 
antes referida.

En este orden de ideas, el artículo 146-B fracción I, del Código Fiscal de la Federación establece en la primera fracción,  
cuando el monto de los créditos fiscales represente menos del 60% del total de los créditos reconocidos en el proceso 
concursal, la condonación no excederá de un beneficio mínimo de entre los otorgados por los acreedores, no partes 
relacionadas, que representen en conjunto el 50% de los créditos reconocidos; en el segundo supuesto jurídico, sí el monto 
de los créditos fiscales excede del 60% de los créditos reconocidos en el procedimiento concursal, el beneficio no excederá 
del monto que corresponda a los accesorios de las contribuciones causadas. 

3 Tesis: 2a. LXXXVI/97. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta	 Novena Época	 197908       Segunda Sala, Tomo VI, Agosto de 1997, Pag. 217, Tesis Aislada(Administrativa) 
PODER. EL USO DE ESTE VERBO EN LAS DISPOSICIONES LEGALES, NO NECESARIAMENTE IMPLICA UNA FACULTAD DISCRECIONAL.
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En atención a los puntos anteriores, la reforma al artículo 28 primer párrafo de la Constitución General de la República 
Mexicana, afecta a los procedimientos de condonación contenidos en los artículos 39 fracción I, último párrafo, 74 y 146-B 
del Código Fiscal de la Federación; en nuestra opinión no, de conformidad a los siguientes puntos.
      
La reforma Constitucional al primer párrafo del artículo 28, publicada el 06 de Marzo de 2020, en el Diario Oficial de la 
Federación, debe interpretarse en el sentido de prohibir la condonación de impuestos, como una limitación a la liberación 
del pago de los impuestos de manera generalizada, caprichosa, arbitraria y en beneficio de unos cuantos contribuyentes, 
por parte del Ejecutivo Federal o de las Autoridades Fiscales, sin afectar, a los diversas procedimientos tributarios de 
condonación de contribuciones, recargos, multas que establecen los artículos 39, 74 y 146-B del Código Fiscal de la 
Federación, ya que estas constituyen una regla jurídica especial establecida en la Constitución cuando se cumplen los 
supuestos para su procedencia.

La exposición de motivos del Ejecutivo Federal en la iniciativa de la reforma establece:    
      

 “No obstante, la condonación de contribuciones puede llegar a afectar el interés general de la 
población, toda vez que, de otorgarse en forma desmedida a los sujetos obligados al pago de 
contribuciones, cuyos montos debieron haber enterado al Estado Mexicano y que, en vía de 
consecuencia, éste dejó de percibir, necesariamente repercute en el equilibrio que debe existir 
entre los ingresos y los gastos públicos.

Actualmente, el artículo 39, fracción I del Código Fiscal de la Federación confiere al Ejecutivo 
Federal la facultad de condonar o eximir, total o parcialmente, el pago de contribuciones y sus 
accesorios, autorizar su pago a plazo, diferido o en parcialidades, cuando se haya afectado 
o trate de impedir que se afecte la situación de algún lugar o región del país, una rama de 
actividad, la producción o venta de productos, o la realización de una actividad, así como en 
casos de catástrofes sufridas por fenómenos meteorológicos, plagas o epidemias, a través de 
resoluciones de carácter general.

En épocas recientes, con el fin de normalizar la actividad económica en regiones y sectores, el 
Ejecutivo Federal, en uso de la atribución antes señalada, ha procedido a la condonación de 
impuestos.

Sin embargo, en los últimos sexenios, se ha distorsionado el fin de otorgar al contribuyente 
tal beneficio hasta llegar al punto de otorgar condonaciones generalizadas, prácticamente de 
forma lisa y llana, sin que exista un enfoque de política fiscal; dicha práctica ha causado un 
quebranto en los ingresos financieros del Estado, además de que ha provocado un desequilibrio 
en la carga fiscal que recae en el conjunto de la sociedad en detrimento de los contribuyentes 
cumplidos.

Es por ello, que el pasado 20 de mayo del año en curso, el Ejecutivo Federal a mi cargo publicó 
en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se dejan sin efectos los decretos y 
diversas disposiciones de carácter general emitidos en términos del artículo 39, fracción I del 
Código Fiscal de la Federación.
Con la expedición del Decreto aludido en el párrafo anterior, la presente administración federal 
generó las bases para que el Estado Mexicano cumpla con el mandato que le confiere el artículo 
25 constitucional al garantizar a las mexicanas y los mexicanos la imposibilidad de otorgar 
condonaciones de impuestos en beneficio de unos cuantos y en detrimento de la mayoría de la 
población.
Derivado de lo anterior y al constituir el factor central de la Cuarta Transformación actuar por 
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el bien de todos, he considerado necesario que deben mantenerse los principios rectores 
de justicia y ética tributaria, así como de igualdad ante la ley que deben guardar todos los 
contribuyentes al no crear excepciones generalizadas que tanto lastiman a la sociedad.

Es imperativo del Estado Mexicano velar por las necesidades del país y en general de toda 
la población, para lo cual, la administración pública federal que me honro en dirigir, pone a 
consideración de esa Soberanía la presente Iniciativa a fin de contribuir de carácter permanente 
en la inhibición de cualquier trato preferencial que, como se mencionó anteriormente, se ha 
otorgado a lo largo del tiempo primordialmente en favor de unos cuantos. De esta manera, se 
logrará que el Ejecutivo Federal detenga la nociva práctica de otorgar de forma discrecional y 
periódica, y de manera generalizada y masiva la condonación de contribuciones a los deudores 
fiscales.

Por las razones expuestas, en mi carácter de titular del Ejecutivo Federal, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 71, fracción I de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esa Soberanía la siguiente Iniciativa de 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 28 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el primer párrafo del artículo 28 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 28. En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los monopolios, las prácticas 
monopólicas, los estancos, las condonaciones de impuestos y las exenciones de impuestos 
en los términos y condiciones que fijan las leyes, así como las prohibiciones a título de 
protección a la industria.

DOF: 06/03/2020

DECRETO por el que se declara reformado el primer párrafo del artículo 28 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de condonación de impuestos.
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República.

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed:

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente

DECRETO

“EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN USO DE LA 
FACULTAD QUE LE CONFIERE EL ARTÍCULO 135 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE 
LA REPÚBLICA Y PREVIA LA APROBACIÓN DE LA MAYORÍA DE LAS HONORABLES 
LEGISLATURAS DE LOS ESTADOS Y DE LA CIUDAD DE MÉXICO, DECLARA REFORMADO 
EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE CONDONACIÓN DE IMPUESTOS.

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 28 de la Constitución Política de los 
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Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 28. En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los monopolios, las prácticas 
monopólicas, los estancos, las condonaciones de impuestos y las exenciones de impuestos en 
los términos y condiciones que fijan las leyes. El mismo tratamiento se dará a las prohibiciones 
a título de protección a la industria.
...

Del texto anterior, se colige que el Ejecutivo Federal al realizar un diagnostico en los últimos sexenios, detectó que se ha 
distorsionado el fin de otorgar al contribuyente el beneficio jurídico de la condonación, hasta llegar al punto de otorgar 
“condonaciones caprichosas, arbitrarias, generalizadas, de forma lisa y llana, discrecionales, periódicas, masivas, 
sin que exista un enfoque de política fiscal; en consecuencia, se refiere a que dichas condonaciones, a favor de 
unos cuantos contribuyentes, no actualizan los supuestos jurídicos previstos en las leyes para otorgarla que 
analizamos en el presente artículo y que tienen un problema de justicia y ética en materia tributaria”.

Por lo que es de considerarse, que la condonación contenida en el artículo 39 fracción I y último párrafo, del Código Fiscal 
de la Federación, únicamente se refiere a la potestad discrecional para elección del instrumento fiscal a elegir en estricto 
apego a los supuestos jurídicos que se actualicen para su aplicación; el artículo 74 del Código Fiscal de la Federación, 
se refiere a condonación  de sanciones, sin incluir la posibilidad de impuestos como refiere la reforma constitucional y 
finalmente el artículo 146-B del Código Fiscal de la Federación, establece supuestos especiales en concurso mercantil que 
no están bajo el criterio de política fiscal, sino de un procedimiento de concurso mercantil y derivado de una situación de 
quebranto patrimonial y de problemas de solvencia patrimonial de la empresa.  
              
En consecuencia de lo anterior, el Ejecutivo Federal al instruir, el pasado 20 de mayo de 2019, al publicar en el Diario 
Oficial de la Federación el Decreto por el que se dejan sin efectos los decretos y diversas disposiciones de carácter general 
emitidos en términos del artículo 39, fracción I del Código Fiscal de la Federación, que no reúnen los requisitos legales 
para su procedencia, en las cuales se otorgaron condonaciones generalizadas, de forma lisa y llana, si bien cita el 
artículo antes referido -39 fracción I del Código Fiscal de la Federación-, no se refiere a su contenido normativo, de 
igual forma el Ejecutivo Federal no cita en la exposición de motivos a los diversos artículos 74 y 146-B del Código Fiscal 
de la Federación; prohibiendo únicamente en la reforma al artículo 28 primer párrafo Constitucional, de cualquier trato 
preferencial que, como se mencionó anteriormente, se ha otorgado a lo largo del tiempo primordialmente en favor 
de unos cuantos contribuyentes privilegiados. 

De la interpretación sistemática, teleológica y exegética, de la reforma constitucional al artículo 28 primer párrafo 
Constitucional, es posible concluir, que no afecta en su ámbito de legalidad a las condonaciones previstas en los artículos 
39 fracción I, ultimo párrafo, 74 y 146-B del Código Fiscal de la Federación, que se analizaron, ya que, para su otorgamiento 
estas condonaciones requieren que se actualicen los supuestos jurídicos que contienen cada uno de los procedimientos, 
restringiendo la norma primaria a las condonaciones de impuestos que sean caprichosas, arbitrarias, generalizadas y que 
beneficien a deudores fiscales en lo particular, ya que, no cumplen con los requisitos de actualizar los supuestos jurídicos 
o de hecho para su procedencia.         
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En estos tiempos que estamos viviendo con la crisis económica mundial y ante la incertidumbre de apoyos económicos por 
parte del sector gubernamental, hace que las empresas de la iniciativa privada este en búsqueda de soluciones para que 
sus recursos sean eficientes y poder salir bien librados de esta contingencia.

El presente material tiene como objetivo dar a conocer una forma de estructurar el plan de incentivos dentro de la empresa 
que logre que el personal sea más eficiente, que el ambiente laborar sea equitativo, que en todo momento se cumpla con 
las legislaciones tanto fiscales como laborales, para lo cual se desarrolló un análisis detallado de la forma de llevarlo a 
cabo.

CONCEPTO DE PRODUCTIVIDAD

Para fabricar o un producto o generar una actividad en una empresa son necesarios varios recursos. Normalmente hacen 
falta cierta cantidad de materias primas, algo de fuerza de trabajo, energía y una serie de inmovilizados (un edificio, una 
máquina, una herramienta…) para producir el bien.

En una fábrica esto es bastante fácil de ver; tienes tus materias primas, una serie de trabajadores se encargan de meterla 
en una maquinaria y procesarla. Por el otro lado sale el producto terminado. La productividad de esa industria es el precio 
de lo que ha creado todo este proceso en relación con lo que ha costado todo lo que hemos usado para producirlo.

Para no ponerlo muy complicado, podríamos definir esta fórmula como: 

Productividad laboral = Valor bien producido / (coste materias primas + energía + herramientas + salarios)

CONCEPTO DE PRODUCTIVIDAD LABORAL

•	 La productividad personal es la cantidad de trabajo útil que un individuo puede sacar adelante en una unidad de tiempo.
•	 La productividad laboral es la relación entre el resultado de una actividad y los medios que han sido necesarios para 

obtener dicha producción.

Las dos definiciones parecen completamente diferentes ¿verdad?

En realidad son exactamente la misma definición, una considerando la producción de una empresa y otra considerando 
al propio individuo como empresa.

CONCEPTO DE PRODUCTIVIDAD PERSONAL

En el caso de la productividad personal, el único recurso que necesitamos para lograr una tarea es nuestro tiempo.

El valor del bien producido es subjetivo, aunque en realidad el valor de cualquier bien producido es una convención definida 
por el mercado, pero esa es otra cuestión.

En este caso, tomando como referencia la fórmula anterior:

Productividad personal = Valor tarea completada / tiempo empleado

Con esto, demostramos que la fórmula de la productividad personal es exactamente igual que la fórmula de la productividad 
laboral, solo cambian los recursos necesarios para producir la actividad que queremos medir y el valor que asignamos a 
lo producido.
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Si tenemos en cuenta que el tiempo es dinero (podemos calcular cuánto cuesta nuestro tiempo), tenemos que podríamos 
vernos a nosotros mismos como fábricas cuyo producto principal es la consecución de tareas que nos acercan al objetivo 
que nos hemos fijado.

Siendo fríos y calculadores, eso es exactamente lo que somos las personas que queremos alcanzar la excelencia en la 
productividad personal. “Queremos alcanzar nuestros objetivos con la menor cantidad de esfuerzo necesario”. Queremos 
optimizar nuestros recursos en relación a los objetivos alcanzados.

“ser productivo no significa trabajar más de 8 horas al día, es ejecutar más tareas en una hora para terminar tus labores 
oportunamente”

“IMPLEMENTACION DE UN PLAN DE INCENTIVOS”

En este escenario lo primero que debemos definir es cuál sería el objetivo de cambiar la forma de pagar a mis trabajadores 
y empleados.
•	 Mejorar la productividad de la Empresa.
•	 Mejorar el marco legal de la relación obrero patronal.
•	 Buscar el menor impacto fiscal proveniente del pago de nómina.
•	 Buscar un ambiente laboral justo y equitativo.
•	 Encontrar el punto óptimo de la profesionalización de mis empleados.
•	 Crear un plan financiero a futuro de estabilidad y crecimiento.

“PASOS EN LA IMPLEMENTACION DEL PLAN DE INCENTIVOS”

•	 Análisis y descripción de puestos
Identifique y documente las responsabilidades y los resultados que la organización espera de los puestos y sus ocupantes. 
La descripción del puesto, junto con la valuación y el perfil humano del puesto, son los 3 elementos fundamentales que se 
requieren para implementar una efectiva administración del recurso humano en la empresa.
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•	 Valuación de puestos
Utilice un Método efectivo para valorar las responsabilidades y contribuciones del puesto a la misión y fines de la 
organización. La valuación del puesto refleja la importancia relativa del puesto en la misión y los fines de la organización. 
Constituye la base para precisar una estructura de sueldos o tabulador que sea efectivo para atraer, retener y motivar al 
personal clave que exige la estrategia del negocio de la organización.

•	 Diagnóstico de la compensación:
Tener un conocimiento preciso de la situación de equidad interna y de la competitividad externa de las prácticas de 
compensación, es la clave para diseñar una política de compensación pertinente para promover el éxito y un alto desempeño 
de la empresa.

•	 Diseño de estructuras salariales (o tabuladores):
Construya los tabuladores de sueldos que se requieren para atraer, retener y motivar a los ejecutivos clave y al personal 
que exige la estrategia y los resultados de la empresa.
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•	 Administración y evaluación del desempeño del personal:
Mida, evalúe y retribuya, objetivamente, los resultados críticos que logran los integrantes de la organización en su puesto.

•	 Presupuesto de sueldos por desempeño:
Elabore un plan anual de aumentos de sueldos por desempeño que mantenga la equidad interna y modere la competitividad 
externa de las prácticas de pago de la empresa, en congruencia con el monto (%) total de presupuesto autorizado.
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•	 Planes de incentivos por resultados:
La retribución económica, acompañada de un reconocimiento profesional y social pertinentes, es un impulsor muy poderoso 
para promover el compromiso y despertar el interés de las personas con la empresa y su alto desempeño, tanto en el corto, 
como en el largo plazo.

Los planes de incentivos, también se conocen como planes de compensación variable; y, si son a corto plazo, son los 
bonos anuales por resultados y, si incluyen un monto diferido a un plazo mayor, normalmente 3 o 5 años, se les conoce 
como planes de compensación estratégica.

“ASPECTOS LABORARLES”

Documentos e instrumentos que rigen la relación obrero patronal.

En esta fase se deben revisar o en su caso redactar los contratos colectivos, individuales, reglamento interno de trabajo, 
planes de previsión social, reglamentos de operación de los planes de previsión social, Constitución de las comisiones 
Mixtas que las leyes Laborales tienen contempladas.

Ya que todos los ordenamientos están alineados buscando que en ellos se viertan las reglas de cómo vamos a remunerar 
a los trabajadores ya estamos listos para hacer el análisis de que conceptos podemos instituir en la empresa.

Obligación de los patrones a la Capacitación y Adiestramiento.

De la Productividad, Formación y Capacitación de los Trabajadores
Se entiende por productividad, para efectos de esta Ley, el resultado de optimizar los factores humanos, materiales, 
financieros, tecnológicos y organizacionales que concurren en la empresa, en la rama o en el sector para la elaboración 
de bienes o la prestación de servicios, con el fin de promover a nivel sectorial, estatal, regional, nacional e internacional, 
y acorde con el mercado al que tiene acceso, su competitividad y sustentabilidad, mejorar su capacidad, su tecnología y 
su organización, e incrementar los ingresos, el bienestar de los trabajadores y distribuir equitativamente sus beneficios. 
Al establecimiento de los acuerdos y sistemas para medir e incrementar la productividad, concurrirán los patrones, 
trabajadores, sindicatos, gobiernos y academia.

Artículo 153-I. LFT

SALARIO. EL PREMIO POR PRODUCTIVIDAD O BONO DE LOGRO DE OBJETIVO, ES 
PARTE INTEGRANTE DEL MISMO.
El premio por productividad o bono de logro de objetivo es un concepto integrador del salario, que 
a su vez sirve de base para cuantificar la indemnización a que se refiere el artículo 89 de la Ley 
Federal del Trabajo, dado que conforme a lo dispuesto en el artículo 84 de dicha ley “el salario 
se integra con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria, gratificaciones, percepciones, 
habitación, primas, comisiones, prestaciones en especie y cualquiera otra cantidad o prestación 
que se entregue al trabajador por su trabajo”, e indudablemente al gozar el estímulo referido de 
la naturaleza de constituir una prestación que se entrega al trabajador a cambio de su trabajo, 
ya que su finalidad es incentivar la productividad laboral del trabajador, se constituye en una 
ventaja económica en favor de éste que debe ser considerada como integradora del salario,

“ASPECTOS FISCALES LEY DEL SEGURO SOCIAL”

Para efecto del pago de cuotas obrero patronales el art. 27 de la LSS prevé que todos los concepto de nómina que se le 
entregue al trabajador integran al salario siempre y cuando sea por su trabajo. Continúa diciendo que dada la naturaleza 
no integran los siguientes conceptos, el cual transcribo:
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Artículo 27. El salario base de cotización se integra con los pagos hechos en efectivo por cuota 
diaria, gratificaciones, percepciones, alimentación, habitación, primas, comisiones, prestaciones 
en especie y cualquiera otra cantidad o prestación que se entregue al trabajador por su trabajo. 
Se excluyen como integrantes del salario base de cotización, dada su naturaleza, los siguientes 
conceptos:

I. Los instrumentos de trabajo tales como herramientas, ropa y otros similares;

II. El ahorro, cuando se integre por un depósito de cantidad semanaria, quincenal o mensual igual 
del trabajador y de la empresa; si se constituye en forma diversa o puede el trabajador retirarlo 
más de dos veces al año, integrará salario; tampoco se tomarán en cuenta las cantidades 
otorgadas por el patrón para fines sociales de carácter sindical;

III. Las aportaciones adicionales que el patrón convenga otorgar a favor de sus trabajadores por 
concepto de cuotas del seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez;

IV. Las cuotas que en términos de esta Ley le corresponde cubrir al patrón, las aportaciones al 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, y las participaciones en las 
utilidades de la empresa;

V. La alimentación y la habitación cuando se entreguen en forma onerosa a los trabajadores; 
se entiende que son onerosas estas prestaciones cuando el trabajador pague por cada una de 
ellas, como mínimo, el veinte por ciento del salario mínimo general diario que rija en el Distrito 
Federal;

VI. Las despensas en especie o en dinero, siempre y cuando su importe no rebase el cuarenta 
por ciento del salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal;

VII. Los premios por asistencia y puntualidad, siempre que el importe de cada uno de estos 
conceptos no rebase el diez por ciento del salario base de cotización;

VIII. Las cantidades aportadas para fines sociales, considerándose como tales las entregadas 
para constituir fondos de algún plan de pensiones establecido por el patrón o derivado de 
contratación colectiva. Los planes de pensiones serán sólo los que reúnan los requisitos que 
establezca la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, y

IX. El tiempo extraordinario dentro de los márgenes señalados en la Ley Federal del Trabajo.

Para que los conceptos mencionados en este precepto se excluyan como integrantes del salario base de cotización, 
deberán estar debidamente registrados en la contabilidad del patrón.

En los conceptos previstos en las fracciones VI, VII y IX cuando el importe de estas prestaciones rebase el porcentaje 
establecido, solamente se integrarán los excedentes al salario base de cotización.

En la misma Ley del Seguro Social da un beneficio a los trabajadores del Campo de no integrar los bonos de productividad 
hasta en un 20% del salario base de cotización los bonos de productividad. (Artículo 237-C. LSS)

Como ejemplo de aplicación de la no integración de conceptos percepción de nómina cito la siguiente contradicción de 
tesis:

SALARIO. EL PREMIO POR PRODUCTIVIDAD O BONO DE LOGRO DE OBJETIVO, ES 
PARTE INTEGRANTE DEL MISMO.
Siempre que se perciba en forma ordinaria y permanente, sin que sea obstáculo para lo anterior 
el hecho de que el estímulo en cuestión cuente con la característica de variabilidad, toda vez 
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que este rasgo distintivo no es impedimento para considerarlo como parte del salario, pues 
el propio numeral 84 prevé como integrantes del mismo diversos conceptos que también son 
variables.
Contradicción de tesis 94/2001-SS

“ASPECTOS FISCALES IMPUESTO SOBRE LA RENTA”

Primero debemos revisar el artículo 7 de la LISR párrafo quinto que menciona lo siguiente:

“Para los efectos de esta ley, se considera previsión social las erogaciones efectuadas que 
tengan por objeto satisfacer contingencias o necesidades presentes o futuras, así como el 
otorgar beneficios a favor de los trabajadores o de los socios o miembros de las sociedades 
cooperativas, tendientes a su superación física, social, económica o cultural, que les permitan 
el mejoramiento en su calidad de vida y en la de su familia. En ningún caso se considerará 
previsión social a las erogaciones efectuadas a favor de personas que no tengan el carácter de 
trabajadores o de socios o miembros de sociedades cooperativas.”

Además en el artículo 93, fracciones VII y IX, de la Ley del ISR establece lo siguiente (énfasis 
añadido):

“No se pagará el impuesto sobre la renta por la obtención de los siguientes ingresos:
………………..

VIII. Los percibidos con motivo de subsidios por incapacidad, becas educacionales para los 
trabajadores o sus hijos, guarderías infantiles, actividades culturales y deportivas, y otras 
prestaciones de previsión social, de naturaleza análoga, que se concedan de manera 
general, de acuerdo con las leyes o por contratos de trabajo.

La previsión social a que se refiere la fracción anterior es la establecida en el artículo 7, 
quinto párrafo de esta Ley.

Por lo que se desprende en la fracción VIII es de manera general y por el mejoramiento en su calidad de vida y de la familia, 
y en la fracción IX. Es previsión de los ingresos exentos del pago de ISR.

Ahora bien, en algunas opiniones señalan que los bonos de productividad son prestación de previsión social, pues se 
consideran que tienen por objeto de satisfacer contingencias o necesidades presentes o futuras, y son beneficios 
a favor de los trabajadores tendientes a su superación física, social económica o cultura, que les permita el 
mejoramiento en su calidad de vida y en la familia.

Del párrafo anterior los bonos referidos no tiene naturaleza de previsión social debido a que su otorgamiento está 
condicionado a que los trabajadores cumplan las políticas de los patrones que los erogan, es decir, quienes no cumplan las 
condiciones respectivas no tendrán derecho a recibir el premio.

Además en la virtud de los premios otorgados a los trabajadores por conceptos de puntualidad y asistencia al ser conferidos 
como un estímulo a aquellos trabajadores que se encuentren en dichos supuestos, no tienen una naturaleza análoga a 
los ingresos exentos establecidos en el artículo 93, fracción VIII de la LISR, porque su finalidad no es hacer frente a 
contingencia futuras ni son conferidos de manera general.

Por lo tanto los bonos de productividad están gravados para los efectos de I.S.R., derivado a que no son previsiones 
sociales.
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CONCLUSIONES:

Del desarrollo y análisis de como estructurar un plan de incentivos (estructura de nómina) debemos considerar los siguientes 
puntos:

1.	 De terminar perfectamente cuál es el objetivo del plan, en todo momento debe ser que mi personal se más eficiente, 
esto se lograra si se da a cada uno de mis trabajadores lo que le corresponde según su grado de preparación y 
responsabilidad; en pocas palabras cada quien se gana su salario en forma equitativa.

2.	 Considerar dos tipos de salario; fijo (tabulador) y Variable el que según las capacidades de cada uno de ellos, previa 
valoración objetiva de los resultados se lo gana cada uno de ellos.

3.	 Tener en cuenta el impacto fiscal tanto en pago de cuotas obrero patronales de seguridad social y el tratamiento que 
se dará para contribuir en el Impuesto Sobre la Renta, se advierte que si queremos tener ahorro fiscal los conceptos de 
pago deben tener naturaleza de previsión social y cumplir con el requisito de generalidad y que no sea por su trabajo

4.	 Redactar todos los documentos que rigen el pago de salarios, de tal manera que no se contrapongan unos con otros, 
empezando por el contrato colectivo, reglamento interno de trabajo, planes de previsión social y constitución de las 
comisiones mixtas de capacitación y adiestramiento.

Si contamos con estas herramientas podemos decir que estamos listos para afrontar tanto al aspecto financiero como a las 
revisiones de las diferentes autoridades fiscales y laborales que verificaran el correcto cumplimiento de las obligaciones; 
que sin duda se vendrán una vez que termina la contingencia actual. 
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Artículo Especial

Si hay algo que seguro nos va a dejar la crisis del Covid-19 es una crisis 
económica mundial y generalizada en la mayoría de las empresas, sin importar 

su tamaño, capacidad económica, nacionalidad o si son familiares o no. 
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Entiendo que todos, sin importar la situación previa, deberán replantearse sus objetivos y tomar esto como una 
clara oportunidad de cambio. El mundo se paró y todos nos tuvimos que permanecer en nuestras casas. Cuando 
salgamos, los desafíos nos estarán esperando, y las oportunidades también.

La crisis económica se define como una fase del ciclo “económico” que se caracteriza por sus efectos negativos. En 
palabras más simples es una etapa donde se vives escasez ya sea en la producción de productos o servicios, así como en 
su comercialización o consumo. O hablando más claro, es cuando el escenario se presta para que exista escasez, ya sea 
en tu casa, empresa, ciudad, estado, país o incluso a nivel mundial.

Los momentos de crisis nos hacen buscar culpables. Sin embargo, cada uno de nosotros es responsable de habernos 
quedado en nuestra zona de confort o de no reaccionar a tiempo.

Los últimos meses (años, diría yo) han sido interesantes, por decir lo menos, para la economía de nuestro país y la del 
mundo entero; hemos visto cómo las principales potencias mundiales recortan sus inversiones, gastos y programas en 
búsqueda de mantenerse en números negros.

Cuando los efectos de la crisis económica llegaron, pensamos: “el panorama para la economía en México está a punto de 
empeorar”. Esto ha generado una cierta apatía y una negatividad generalizada en todos los sectores del país, pero también 
un fenómeno muy curioso: no nos estamos haciendo responsables de la situación.

Los mexicanos sentimos que la crisis fue generada exclusivamente COVID-19 y que, como una gripe, se irá con el tiempo, 
o bien que el gobierno es el que debe ocuparse de solucionarla. Pero eso ¿dónde deja a la iniciativa empresarial y 
profesional?

Pensar que no tenemos “vela en el entierro” es un gran error que sólo provocará incertidumbre; la situación actual es la 
consecuencia de encontrarnos una zona de confort de la que todos somos responsables en mayor o menor medida. Si 
seguimos por el mismo camino, lo único que provocaremos es que esta crisis se acreciente y perpetúe.

¿Qué nos toca?

La tentación de poner a nuestras empresas familiares en régimen de austeridad es grande; sin embargo, en mi experiencia 
como consultor de este tipo de compañías te puedo asegurar que la solución a una crisis no está en no gastar, ¡es más!, 
ésa podría ser la causa de que toda tu dinámica se retrase o incluso de detenga, impidiendo que tu dinero se multiplique 
y creando una sensación de falsa seguridad. No, la clave para sobreponernos a los tiempos de incertidumbre está en 
promover el flujo de dinero; recordemos, cada crisis representa un riesgo, pero también una oportunidad de crecimiento.

Una frase que escucho continuamente es “Es que no hay dinero…”. Yo me pregunto: ¿Qué pasó con el dinero? ¿Lo 
quemaron? La respuesta es sencilla: el dinero está ahí, el problema es que no fluye, hagámonos responsables de nuestras 
propias economías ¡y movámoslo entonces!

A continuación, te comparto tres claves que podrían ayudar a que tu dinero se movilice y que tu empresa familiar genere 
un crecimiento, con lo que incluso podrías ayudar a reactivar el resto de la economía.

1.	 Diagnóstico de la situación. En cuanto al proceso de análisis a fin de alistarnos para la economía después de la 
pandemia, se deberán dar una serie de pasos. El primero consiste en evaluar todos los escenarios posibles en los 
cuales la empresa en cuestión desarrolla su actividad: operaciones, tecnológicos, financieros, recursos humanos, 
proyectos, etc. Esto nos permitirá contar con información, cierta y “actualizada” a las nuevas circunstancias y será el 
punto de partida desde el cual se podrá comenzar a tomar las decisiones que el “día después” nos requiera.
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Conocer la realidad basada en información confiable es la clave, porque en base a este estudio es donde se 
puede descubrir qué es lo que se puede hacer para mejorar los resultados, para superar el bache que genero 
la crisis.

2.	 Invierte con precaución. El dinero es sólo papel o números en una computadora si esta estático; debe moverse, tanto 
para seguir ingresando como para que la economía se active. Ojo, no estoy sugiriendo que despilfarres o te pongas 
a gastar de manera irresponsable; lo que sí te aconsejo es que te asegures que no estás haciendo un gasto que no 
aporte valor, sino una inversión que te regresará con ganancias. Invierte de manera inteligente, en ti mismo, en tu 
negocio, en tus colaboradores, ¡te aseguro que no arrepentirás de ello!
Una buena alternativa es que busques nuevas fuentes de ingresos que necesiten poca o nula inversión. 

3.	 Innova. Renueva tu forma de pensar y de actuar. Aprende a adaptarte a los cambios, sé que es complicado, pero te 
aseguro que, si aprendes a hacerlo, tendrás la mitad de la batalla ganada. Es el momento de cambiar la forma en que 
haces las cosas para que éstas resulten de la manera que tú deseas. Tu forma de pensar es fundamental, así que te 
invito a ser positivo y perder el miedo, intenta obtener de cada fracaso un aprendizaje, ¡es la mejor forma de mejorar!  
La estrategia de innovación es, en definitiva, hacer elecciones; y una empresa sólo será exitosa si elige una 
posición estratégica distintiva; es decir, que la diferencie de los competidores y, al mismo tiempo, satisfaga las 
necesidades de los clientes potenciales.

4.	 Reinventarse y fomentar la imaginación.  Dos buenos consejos que se deben seguir en estos momentos, y son 
precisamente buscar nuevas oportunidades de cara a los tiempos y aprovechar la ocasión para reinventarse con la crisis 
adaptándose a las nuevas circunstancias y tendencias del mercado. Estas son las claves principales, porque en estos 
momentos más que nunca es necesario salir de la caja y dejar espacio a la imaginación para destacar y seguir adelante 
en los negocios, se ofrecen muchas posibilidades que anteriormente por comodidad no han sido descubiertas. En crisis 
se puede ver una disminución de ingresos, reducción de ventas, fugas de clientes, clientes que compran menos, mayor 
dificultad para encontrar nuevos clientes, incumplimiento de pagos y presión de los proveedores, acreedores y bancos 
y muchas más situaciones que hacen difícil seguir adelante con el negocio. Todas las complicaciones se unen y si no 
se saben combatir no se podrá seguir adelante, por lo menos aguantar hasta tiempos mejores. Sabemos la importancia 
de aprovechar cada cosa, de reinventarse, de ofrecer cosas nuevas, de ofrecer cosas complementarias y de crear una 
nueva oferta de valor que atraigan a los clientes.

5.	 Sé eficiente y productivo. No te quedes esperando a que vengan tiempos mejores, es posible que éstos nunca 
lleguen. Considera que este momento podría ser la mejor opción (o la única que tienes) para superar la incertidumbre. 
El indicador más simple para entender los conceptos de mayor eficiencia o productividad operativa es lograr 
el objetivo de hacer más con lo mismo o hacer lo mismo con menos.

6.	 Motiva a tu circulo personas cercanas y no te dejes contagiar de la gente tóxico o negativa. Debes contagiar a 
todo el que puedas con tu ejemplo de energía y pasión por salir adelante de la crisis. No debe pasar lo contrario, es 
decir, dejarte contagiar por las personas que más abundan en tiempo difíciles, me refiero a los negativas, pesimistas, 
angustiados, deprimidos, derrotados, rendidos, estresados etc.

7.	 Incluso aunque la empresa vaya bien.  Estos momentos de situación económica que se están viviendo se pueden 
convertir en una oportunidad para la empresa, para maximizar los objetivos y conseguir mejores resultados, incluso 
para evitar que en un futuro las cosas no puedan ir tan bien como en esos momentos. Los tiempos que se viven 
son tiempos para meditar, para pensar en qué se puede mejorar y por qué se está en la situación en qué se está. 
Este aspecto es fundamental, pero sobre todo se recomienda reinventarse con los nuevos tiempos, adaptarse a las 
situaciones para no caer en la zona de confort y simplemente continuar operando como esta.
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8.	 Gestión del capital humano. Algunos giros de empresas afrontan problemas para pagar de manera íntegra los 
sueldos y salarios desde el mes abril, otras pudieron afrontar parte, y pocas han podido pagar la totalidad. En todos 
los casos la gestión del capital humano se convierte en una pieza estratégica del rompecabezas que nos tocará armar 
cuando el COVID-19 lo permita.

Hacer esto te va a ayudar a salir más fortalecido porque contarás con más apoyo. No es lo mismo que tú solo desde tu 
casa quieras salir de la crisis económica, a que toda tu familia, tus colaboradores, clientes, proveedores y el gobierno te 
apoyen ¡Sería muy diferente! 

Es tiempo. ¡Actúa ya! Si no sabes por dónde empezar, acércate a un experto en la materia, estamos para servirte. No 
eches en saco roto el consejo de investigar también por tu cuenta sobre las medidas que puedes tomar para mejorar tu 
situación… y eso sí, nunca dejes tu futuro económico a la suerte, la falsa seguridad o las acciones de un tercero.

Si implementas estos sencillos pasos en tu empresa, lograrás que la crisis no represente un problema para ti y además 
ayudarás al flujo de la economía de tu entorno.

Demuestra ser el líder que tu empresa necesita, al tener la capacidad de percibir un problema y anticiparte antes de que 
éste se convierta en un riesgo para tu familia, empresa y comunidad.

Lo que es claro que acompañada del COVID-19 viene la crisis económica. No tiene sentido negar esta realidad que nos 
espera a la vuelta de la esquina. Prepararse para lo que viene es la única alternativa posible para que las empresas logren 
sobrevivir.

Tocará a cada consejo de administración o director general armar un traje a la medida de cada caso para enfrentar 
el futuro. No todas las empresas tienen los mismos retos o problemas a resolver por lo tanto no hay una medicina 
universal, para curar su enfermedad.
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